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Juan Carlos Blanco quede integrada con los se- 
ñores senadores Santoro, de Posadas Montero, 
Pereyra, Jude, Cigliuti, Cassina y Araújo. 


10) Delegación de la Escuela Militar que visitará la 
República Argentina con motivo de participar 


en los actos de celebración del 174? Aniversario 
de la Declaración de Independencia ................ - 100 


-  Seresuelve, por moción del señor senador San- 
toro, tratar el asunto como urgente. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 22 de junio de 1990, 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, cl próximo martes 26, a la hora 18, a fin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular del proyecto de ley por el 
que se modifica la Ley N* 15.739, de 28 de marzo de 1985, 
estableciéndose normas para la integración y designación de 
los miembros de los Consejos de Enseñanza. 


(Carp. N* 175/90 - Rep. N* 49/90) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 

ASISTEN: los señores senadores Abreu, Arana, Araújo, 
Batalla, Belvisi, Blanco, Bouza, Brause, Bruera, Cadenas 
Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, Gargano, 
González Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Millor, Pe- 
reyra, Pérez, Posadas, Raffo, Ricaldoni, Santoro, Silveira 

Zavala, Singlet, Urioste y Zumarán. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abicrla 
la sesión. 


(Es la hora 18 y 4 minutos) 
-Désc cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“Montevideo, 26 de junio de 1990. 


La Presidencia de la Asamblea Gencral destina un Mensa- 
je del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de Icy 
por el que se autoriza la salida del país de una delegación de 
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- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


11) Cuarto intermedio ....ooncccnononosinnconranoncineorarooos . 101 


- Se resuelve afirmativamente la solicitud del se- 
ñor senador Ricaldoni a fin de pasar a cuarto 


intermedio a las 21:30 horas hasta el día de 
mañana a las 17:00 horas. 


13) Se levanta la Sesión ....ononnonconocornoncacaccanocacoanoncoro . 114 


la Escuela Militar a efectos de participar en los actos celebra- 
torios del 174* Aniversario de la Declaración de la Indepen- 
dencia de la República Argentina, del 7 al 10 de julio. 


-A la Comisión de Defensa Nacional. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias notas 
dc! Tribunal de Cuentas de la República por las que comunica 
las observaciones interpuestas a los siguientes expedientes: 


Del Ministerio de Industria y Energía; relacionadas con 
el pago de horas extras. 


De la Administración Nacional de Puertos: relacionada 
con reiteración de varios gastos efectuados sin disponibili- 
dad de rubros. 


De la Administración Nacional de Usinas y Trasmi- 
siones Eléctricas: relacionada con Licitación Pública 
N* 639/89 adjudicada a la firma COASIN URUGUAYA 
S.A. para completar la estructura informática. 


De la Administración de las Obras Sanitarias del Esta- 
do: relacionada con la Licitación Pública N* 1971 adjudi- 
cada a la firma VIBRANTE S.A. para cl suministro de 
caños de hormigón. 


Del Banco de Previsión Social: relacionada con la liqui- 
dación y pago de diferencias de sucidos. 


De! Ministerio de Salud Pública: relacionada con rcitera- 
ción de pago a favor del Laboratorio Dorrego. 


Del Ministerio de Economía y Finanzas: relacionada con 
reiteración de una Orden de Pago Especial a favor de la 
Administración Liquidadora del Frigorífico Melilla. 


-A las Comisiones de Hacienda y de Constitución y legis- 
lación. 


La Presidencia de la Asamblea Gencral remite varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo por los que comunica haber 
dictado los siguientes decretos y resoluciones: 


por el que se da cumplimiento a lo dispuesto por sentencia 
dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Gto. 
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Turno, dictada en autos caratulados “DUMAS BOSSIO, 
Jorge c/Dirección Nacional de Migración Cobro de Pe- 
sos”. 


por el que se exonera de determinados gravámenes a las 
importaciones de materias primas para la elaboración de 
inoculantes para leguminosas. 


por cl que se autoriza el monto de la multa prevista en cl 
artículo 21 de la Ley N* 13,663, sobre fertilizantes. 


por el que se autoriza al Ministerio de Economía y Finan- 
7as a librar Orden de Entrega a favor de la Administración 
de fas Obras Sanitarias del Estado a fin de atender el pago 
del laudo arbitral que dirimicra las reclamaciones surgidas 
entre OSE y el Consorcio Hidroservice-Hidrosud como 
consecuencia de los trabajos de supervisión de la Presa 
Paso Severino. 


-Ténganse presente. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los que 
solicita venia para: 


designar en el Directorio del Banco Hipotecario del Uru- 
guay en calidad de Presidente al Esc. Pedro W. Cersósimo 
y en calidad de integrantes al señor Emilio Martino Pre- 
moli, Dr. Raúl Rosales y Esc. Gustavo Borsari, 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos (Por disposi- 
ción reglamentaria, se repartió). 


y por el que solicita venia para destituir de su cargo a un 
funcionario de la Dirección Nacional de Aduanas - Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


La Suprema Corte de Justicia remite varios Mensajes co- 
municando las sentencias dictadas: 


en autos caratulados “Intendencia Municipal de Soriano 
c/Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléc- 
tricas - Inconstitucionalidad (vía de acción)”. 


“Intendencia Municipal de Montevideo c/Administración 
Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas - Inconstitu- 
cionalidad (vía de acción)”. 


“Municipio de Salto c/Administración Nacional de Usinas 
y Trasmisiones Eléctricas - Inconstitucionalidad (vía de 
acción)”. 

y “Gobierno Departamental de Treinta y Tres c/Adminis- 
tración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas - In- 


constitucionalidad (vía de acción)”. 


-Ténganse presente. 
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El Ministerio de Economía y Finanzas remite la informa- 
ción solicitada por el señor senador Leopoldo Bruera, relacio- 
nada con el monto de la recaudación del impuesto previsto en 
el artículo 25 del Decreto-Ley N* 15.294 en el período 1* de 
encro de 1989 al 31 de diciembre de 1989, 


-A disposición del señor senador Leopoldo Bruera. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado el proyecto de ley por el que se concede una 
pensión graciable a la señora Teresa Zorrilla de Herrera. 


-Repártase. 


Los señores senadores Sergio Abreu, Hugo Batalla, Juan 
Carlos Blanco, Enrique Cadenas Boix, Ignacio de Posadas 
Montero, José Korzcniak y Américo Ricaldoni presentan con 
exposición de motivos un proyecto de ley por el que se modi- 
fica el artículo 28 de la Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980 
(Código del Proceso Penal). 


-A la Comisión de Constitución y Legislación”, 
4) PROYECTO PRESENTADO 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


El proyecto de ley adjunto pretende consagrar una solu- 
ción opucsta a la vigente en lo tocante a dependencia o inde- 
pendencia de las acciones civiles y penales resultantes de un 
mismo hecho. 


Como se sabe, la Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980 
(Código del Proceso Penal), establece que *No podrá deducir- 
se acción civil en sede penal” (artículo 25), que *Si la acción 
civil se deduce antes de que medic sentencia ejecutoriada 
sobre la acción penal, se suspenderá el proceso civil cuando 
llegue al estado de resolver en definitiva” (artículo 28), y que 
“Las conclusiones de hecho de la sentencia penal ejecutoriada, 
así como las relativas a la culpabilidad, del imputado, a las 
causas de justificación, de inimputabilidad y de impunidad, no 
podrán modificarse cn la sentencia civil que se dicte sobre un 
mismo hecho” (artículo 29). 


El actual sistema legal, pues, significa que el juicio civil 
queda supeditado al previo fallo penal y, aún más, a que éste 
alribuya culpabilidad al imputado. 


Con el apuntado criterio legal, la preeminencia de la sede 
penal sobre la civil supone asimilar la llamada “culpa penal” 
con la civil, 


Y esto, por su parte, implica en muchos casos la imposibi- 
lidad de reclamar civilmente por Jos perjuicios sufridos, cuan- 
do el hecho que los generó no haya dado mérito a la corres- 
pondiente condena penal previa. 


El tema es de fundamental importancia, especialmente en 
múltiples hipótesis de responsabilidad extracontractual que, 
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con la normativa establecida en los artículos 28 y 29 del 
Código del Proceso Penal, impiden la reparación patrimonial 
del damnificado. 


Américo Ricaldoni, Hugo Batalla, José Korzeniak, 
Ignacio de Posadas Montero, Enrique Cadenas 
Boix, Sergio Abreu, Juan C. Blanco. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% - Modifícase el artículo 28 de la Ley 
N? 15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal), 
cl que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 28. - La acción y el fallo civiles serán inde- 
pendientes de los penales”. 


Art. 2*, - Derógase el artículo 29 de la Ley N* 15.032, de 
7 de junio de 1980 (Código del Proceso Penal). 


Art. 3%. - Modifícase el artículo 1332 del Código Civil el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 1332. - La acción concedida al damnificado 
prescribe en cuatro años contados desde la perpetración del 
hecho ilícito”. 


Sergio Abreu, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, 
Enrique Cadenas Boix, Ignacio de Posadas Monte- 
ro, José Korzeniak, Américo Ricaldoni. Senadores”. 


5) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - De conformidad con lo estable- 
cerdo en el artículo 50 del Reglamento, la Mesa de cuenta que: 


a la sesión de la Comisión de Asuntos Administrativos del 
día 14 de junio faltó con aviso el señor senador Bari Gon- 
zález. 


a la sesión de la Comisión de Presupuesto del día 20 de 
junio faltó con aviso cl señor senador Alberto Brause. 


a la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguri- 
dad Social del día 21 de junio faltaron con aviso los seño- 
res senadores Carlos W. Cigliuti, Pablo Millor y Manuel 
Singlet. 


a la sesión de la Comisión de Hacienda del día 21 de junio 
faltaron con aviso los señores senadores Federico Bouza y 
Alberto Zumarán. 


y a la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
integrada con dos miembros de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación del día 22 de junio faltaron con aviso 
los señores senadores Leopoldo Bruera, Reinaldo Gargano. 
Américo Ricaldoni y Alberto Zumarán. 
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6) CONSEJOS DE ENSEÑANZA 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
para considerar el único asunto que allí figura: “Proyecto de 
ley por el que se modifica la Ley N* 15,739, de 28 de marzo 
de 1985, estableciéndose normas para la integración y desig- 
nación de los miembros de los Consejos de Enseñanza. (Carp. 
N? 175/90 - Rep. N* 49/90)”, 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 175/90 
Rep. N* 49/90 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La CAMARA DE REPRESENTANTES, en sesión de hoy, 
ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% - Sustitúyense los artículos 8*, 9%, 10 y 11 de 
la Ley N* 15.739, de 28 de marzo de 1985, por los siguientes: 


“ARTICULO 8*, - El Consejo Directivo Central se com- 
pondrá de cinco miembros. Tres de ellos, por lo menos, debe- 
rán haber ejercido la docencia en la enseñanza pública por un 
lapso no menor a los diez años. 


Al designar a dichos miembros deberá atenderse a que por 
lo menos uno de sus integrantes haya ejercido la docencia en 
la educación primaria, otro en la educación secundaria y OLro 
en la educación técnico-profesional, o en los respectivos insti- 
tutos de formación docente”. 


“ARTICULO 9%. - Los miembros del Consejo Directivo 
Cenual serán designados por cl Poder Ejecutivo actuando en 
Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara de Senado- 
res, Otorgada sobre propuestas motivadas en sus condiciones 
personales y reconocida solvencia y acreditados méritos en los 
asuntos de educación gencral, por un número de votos equiva- 
lente a los tres quintos de sus componentes elegidos conforme 
al inciso primero del artículo 34 de la Constitución de la 
República. Si la venia no fuere otorgada dentro del término de 
sesenta días de recibida su solicitud, el Poder Ejecutivo podrá 
formular propuesta nueva, o reiterar su propuesta anterior, y 
en cste último caso deberá obtener el voto' conforme de la 
mayoría absoluta de integrantes del Senado. 


Por el mismo procedimiento serán designados de entre los 
miembros del Consejo Directivo Central, el Director Nacional 
de Educación Pública y el Subdirector Nacional de Educación 
Pública quien subrogará al primero en todo caso de impedi- 
mento temporal para cl desempeño de su cargo. 


Las designaciones deberán efectuarse al comienzo de cada 
período de gobierno y los miembros designados permanecerán 
en sus cargos hasta tanto hayan sido designados quienes vayan 
a sucederlos. 
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En caso de vacancia definitiva el cargo correspondiente 
será provisto en la forma indicada cn los incisos anteriores”. 


“ARTICULO 10. - Los Consejos de Educación Primaria, 
de Educación Secundaria y de Educación Técnico-Profesional 
se compondrán de tres miembros cada uno, los que deberán 
reunir los requisitos exigidos por el artículo 187 de la Consti- 
tución de la República. 


Asimismo, dos de ellos, por lo menos, deberán haber ejer- 
cido la docencia en la enseñanza pública por un lapso no 
menor a los diez años en la respectiva rama”. 


“ARTICULO 11. - Los miembros de los Consejos de Edu- 
cación Primaria, de Educación Secundaria y de Educación 
Técnico-Profesional y sus Directores Generales serán designa- 
dos por el Consejo Directivo Central mediante cuatro volos 
conformes y fundados”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 16 de mayo de 1990. 


Héctor Martín Sturla 
Presidente 


Horacio D. Catalurda 
Secretario. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Educación y 
Cultura - integrada 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja la 
aprobación del presente proyecto de ley que cuenta con la 
media sanción otorgada por la Cámara de Representantes. 
Este proyecto de ley modifica los artículos 8%, 92, 10 y 11 do 
la Ley N* 15.739, de 28 de marzo de 1985. 


El artículo 9% de esta Ley N* 15.739 establece que el pro- 
cedimiento de designación de las autoridades de la enscñanza, 
previsto en el artículo 8% de la misma, regirá para esa sola 
oportunidad y que las futuras autoridades serán designadas en 
el momento y por el procedimiento que establezca una nueva 
ley a sancionarse en la materia. 


Resulta pues imperativo, para una renovación de las auto- 
ridades de la enseñanza, la aprobación de una nueva ley. 


El proyecto cuya aprobación se aconseja, establece (artícu- 
lo 9%), que los miembros del Consejo Directivo Central, serán 
designados por el Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, otorgadas 
sobre propuestas motivadas en sus condiciones personales, re- 
conocida solvencia y acreditados méritos en los asuntos de 
educación general, Tres de los propuestos, por lo menos, de- 
berán haber ejercido la docencia en la enseñanza pública por 
un lapso no menor a los dicz años (artículo 8%). 
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Para la designación de los miembros del Consejo Directivo 
Central, cl proyecto de ley adopta el procedimiento previsto 
en el artículo 187 de la Constitución, que es el que establece 
el principio general en materia de designación de los miem- 
bros de los Directorios de los Entes Autónomos. Sin embargo, 
y como requisito adicional, el proyecto dispone que tres de los 
miembros del Consejo Directivo Central, deberán haber ejer- 
cido la docencia en la enseñanza pública por un período no 
inferior a los diez años. 


Poder Ejecutivo y Parlamento, éste a través de su Cámara 
de Senadores, asumen la responsabilidad y el deber, con las 
limitaciones del caso, de seleccionar a aquellas personas en- 
cargadas de regir los destinos de la enseñanza durante un 
período determinado. El poder del Estado a través de sus 
legítimos representantes -y no puede ser de otra manera en un 
país en cl que la enseñanza está fuertemente centralizada en el 
Estado- se reserva la misión de encarar, organizar y orientar la 
enseñanza así como designar los soportes de los órganos desti- 
nados a regirla. 


No pasa desapercibido al proyecto que quienes ejercen la 
enseñanza son docentes y reserva para éstos la mayoría de los 
cargos cn los Consejos de Dirección. La imprescindible parti- 
cipación del educador, se ve así contemplada y resaltada. 


La necesaria autonomía e independencia, de que deben 
estar dotados los Entes Autónomos encargados de organizar y 
orientar la enseñanza, se encuentra plenamente garantizada 
por las limitaciones y controles que imponen la Constitución y 
la Ley. 


A estos mecanismos de control, ya de por sí suficientes, 
desde que son los que en general el orden jurídico establece 
para todas las administraciones autónomas, deberán agregarse 
las especialísimas cualidades personales requeridas en las per- 
sonas a ser designadas; así como el hecho de que tanto en el 
Consejo Directivo Central como en los Consejos Desconcen- 
trados, la mayoría de los miembros son profesionales de la 
enseñanza con una vasta experiencia en dicho campo. 


El proyecto de ley sometido a consideración del Senado 
determina que, por el mismo sistema que es elegido el Conse- 
jo Directivo Central, sean designados de entre sus miembros, 
el Director Nacional de Educación Pública y el Subdirector 
Nacional de Educación Pública. 


En cl proyecto se recoge además un principio de especiali- 
zación, por cl cual se atenderá a que tres de los integrantes del 
Consejo Directivo Central sc encuentren estrecha y directa- 
mente vinculados con cada una de las ramas de la enseñanza a 
cargo del Consejo. Así, por lo menos, uno de los integrantes 
deberá haber ejercido la docencia en la educación primaria, 
otro en la secundaria y el otro en la educación técnico-profe- 
sional, o en los respectivos institutos de formación docente. 


El proyecto de ley determina también el número de inte- 
grantes de los Consejos Desconcentrados, su forma de desig- 
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nación y los requisitos que deben reunir. Los tres miembros 
serán designados por el Consejo Directivo Central, mediante 
cuatro votos conformes, debiendo reunir los requisitos exigi- 
dos por el artículo 187 de la Constitución de la República. 
Dos de los miembros de cada uno de estos Consejos Descon- 
centrados, deberán haber ejercido la docencia en la enseñanza 
pública por un lapso no menor de diez años y en la respectiva 
rama de la enseñanza. El mismo principio de especialización 
a que se aludiera con motivo del Consejo Directivo Central, 
se encuentra reflejado también para estos Consejos. 


Por estas razones, esta Comisión en mayoría, aconseja al 
Senado la aprobación del proyecto de ley remitido por la 
Cámara de Representantes. 


Sala de la Comisión, 6 de junio de 1990. 


Enrique Cadenas Boix, (Miembro Informante), Car- 
los W. Cigliuti, Ignacio de Posadas Montero, José 
Luis Guntin, Pablo Millor, Senadores, Mariano 
Arana, José Germán Araújo, Juan Martín Posa- 
das, Carlos Julio Pereyra, (Discordes). Senadores. 


LEY N? 15.739, DE 28 DE MARZO DE 1985 


Artículo 8%, - El Consejo Directivo Central se compondrá 
de cinco miembros que hayan ejercido la docencia en la edu- 
cación pública por un lapso no menor de diez años. Serán 
designados por el Presidente de la República en acuerdo con 
el Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara de Sena- 
dores, otorgada sobre propuestas motivadas en sus condicio- 
nes personales y reconocida solvencia y acreditados méritos 
en los asuntos de educación general, por un número de votos 
equivalente a los tres quintos de sus componentes elegidos 
conforme al inciso primero del artículo 94 de la Constitución. 


Por el mismo procedimiento, serán designados de entre los 
miembros del Consejo Directivo Central, el Director Nacional 
de Educación Pública y el Sub-Director Nacional de Educa- 
ción Pública, quien subrogará al primero en todo caso de 
impedimento temporal para el desempeño de su cargo. 


Art. 9?. - Este procedimiento de designación regirá en esta 
oportunidad; las futuras autoridades de la Enseñanza serán 
designadas en el momento y por el procedimiento que esta- 
blezca una nueva ley a sancionarsc en la materia. Hasta tanto 
se designen. esas futuras autoridades, seguirán actuando las 
designadas conforme a la presente ley, Para la provisión de 


vacantes que se produzcan en el Consejo Directivo Central, . 


serán llamados los miembros de los Consejos Desconcentra- 
dos, 


A tales efectos, en reunión conjunta del Consejo Directivo 
Central con los Consejos Desconcentrados se eligirá por ma- 
yoría absoluta de componentes una terna que el Consejo Di- 
rectivo Central elevará al Poder Ejecutivo para que éste for- 
mule la designación de acuerdo al procedimiento previsto por 
el artículo 187 de la Constitución de la República. 
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Art. 10. - Los Consejos de Educación Primaria, de Educa- 
ción Secundaria y de Educación Técnico-Profesional se com- 
pondrán de tres miembros cada uno; a los efectos de su desig- 
nación se requerirá reconocida solvencia, acreditados méritos 
en los asuntos de educación y haber ejercido la docencia en la 
educación pública por un lapso no menor de diez años. 


Art. LH. - Los miembros de los Consejos de Educación 
Primaria, de Educación Secundaria y de Educación Técnico- 
Profesional y sus Directores Generales, serán designados por 
el Consejo Directivo Central por cuatro votos conformes y 
fundados. 


CAPITULO IV 
Atribuciones de los Consejos 
Artículo 13, - Compete al Consejo Directivo Central. 


19%) Establecer la orientación general a que deberán ajustar- 
se los planes y programas de estudios primarios, secundarios y 
de la educación técnico-profesional. 


2%) Aprobar los planes de estudio proyectados por los Con- 
sejos Desconcentrados. 


3%) Fijar las directivas generales para la preparación de los 
proyectos de presupuesto que deberán enviar los Consejos 
Desconcentrados y elaborar, en su momento, los proyectos 
definitivos de presupuesto y de rendición de cuentas. 


4%) Representar al Ente en las ocasiones previstas por el 
artículo 202, inciso tercero de la Constitución, oyendo previa- 
mente a los Consejos Desconcentrados. 


5%) Dictar los reglamentos necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones y particularmente el Estatuto de todos los 
funcionarios del servicio, con las garantías cstablecidas en la 
Constitución y en esta Ley. 


6”) Designar a todo el personal del Ente, salvo las designa- 
ciones del personal docente dependiente directamente de los 
Consejos Desconcentrados. 


7%) Designar al Secretario General y al Secretario Admi- 
nistrativo del Consejo Directivo Central con carácter de car- 
gos de particular confianza. 


8?) Destituir por ineptitud, omisión o delito, a propuesta de 
los Consejos Desconcentrados cuando dependieren de éstos y 
con las garantías que fija la Ley y el Estatuto, al personal 
docente, técnico, administrativo, de servicio u otro de todo el 
Ente. 


9%) Destituir a los miembros de los Consejos Desconcen- 
trados por cuatro votos conformes y fundados. 


10) Organizar y realizar, a nivel nacional, el Servicio do 
Estadística Educativa. 
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11) Organizar y realizar, a nivel terciario, en todo el terri- 
torio de la República la formación y perfeccionamiento del 
personal docente, Á los efectos, podrá realizar convenios con 
la Universidad de la República. 


12) Conceder las acumulaciones de sueldo que scan de 
interés de la Educación y se gestionen conforme a las leyes y 
reglamentos. 


13) Habilitar a los institutos privados de Educación Prima- 
ria, de Educación Secundaria y de Educación Técnico-Prote- 
sional. 


14) Establecer normas y procedimientos de supervisión y 
fiscalización para los institutos habilitados, oyendo previa- 
mente la opinión del Consejo Desconcentrado que correspon- 
da, así como la de dichos institutos. 


15) Conferir títulos y diplomas y revalidar títulos y diplo- 
mas extranjeros, en dos niveles y modalidades de educación a 
su cargo. 


16) Ejercer las fiscalización de los institutos habilitados de 
formación docente, 


17) Establecer oportunamente mecanismos que posibiliten 
la consulta a los estudiantes de los institutos de formación 
docente y su Iniciativa en los asuntos relativos a éstos. 


18) Resolver los recursos de revocación interpuestos con- 
tra sus actos, así como los recursos jerárquicos. 


19) Delegar en los Consejos Desconcentrados y por resolu- 
ción fundada, las atribuciones que estime conveniente. No son 
delegables las atribuciones que le comete la Constitución de 
la República y aquellas para cuyo ejercicio esta ley requiere 
mayorías especiales, 


Art. 14. - Serán atribuciones de los Consejos Desconcen- 
trados: 


1% Impartir la enseñanza correspondiente a su respectivo 
nivel, exigiendo al educando, en el caso de Educación Secun- 
daria y de Educación Técnico-Profesional, la preparación co- 
rrespondiente al nivel anterior. 


2%) Habilitar para cursar estudios superiores. 

3%) Proyectar los planes de estudio y aprobar los progra- 
mas de las asignaturas que ellos incluyan, una vez que los 
primeros sean aprobados por el Consejo Directivo Central. 

4% Administrar los servicios y dependencias a su cargo. 


5%) Supervisar el desarrollo de los cursos. 


6% Reglamentar la organización y el funcionamiento de 
los servicios a su cargo y adoptar las medidas que los mismos 
requieran. 
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7%) Proponer toda clase de nombramientos, reelecciones, 
ascensos, sanciones y destituciones, así como otorgar licen- 
cias y designar el personal docente conforme al Estatuto del 
Funcionario y a las ordenanzas que dicte el Consejo Directivo 
Central. Podrán también dictar normas en cesta materia con 
arreglo al Estatuto y a las Ordenanzas. 


8%) Designar al Secretario General de cada Consejo Des- 
concentrado, con carácter de cargo de particular confianza. 


9%) Proyectar las normas estatutarias que crea necesarias 
para sus funcionarios y elevarlas al Consejo Directivo Central 
a los efectos de su aprobación e incorporación al Estatuto de 
los Funcionarios del Ente. 


10) Proyectar, ajustándose a las normas establecidas por el 
Consejo Directivo Central, los presupuestos de sueldos, gastos 
e inversiones correspondientes a los servicios a SU Cargo y sus 
modificaciones, así como elevar al Consejo Directivo Central 
las Rendiciones de Cuentas y balances de ejecución corres- 
pondientes a los servicios a su cargo, 


11) Ejercer la supervisión y fiscalización de los institutos 
habilitados de la rama respectiva. 


12) Conferir y revalidar certificados de estudio nacionales 
y revalidar certificados de estudio extranjeros en los niveles y 
modalidades de educación a su cargo. 


13) Adoptar las resoluciones atinentes al ámbito de su 
competencia, salvo aquellas que por la Constitución, la pre- 
sente ley y las ordenanzas del Consejo Directivo Central co- 
rrespondan a los demás órganos. 


14) Ejercer las demás atribuciones que le delegare espe- 
cialmente el Consejo Directivo Central”. 


7) RECTIFICACION DE TRAMITE 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Solicito la rectificación de trámite del 
asunto incluido en la Carpeta N* 88, distribuido 26 del presen- 
te año y que dice relación con el derecho a pensión de la ex- 
cónyuge divorciada. Concretamente, pido que éste pase a la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la solicitud formulada. 


(Se vota:) 


-23 en 24. Afirmativa. 
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8) CONSEJOS DE ENSEÑANZA 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el miembro 
informante, señor senador Cadenas Boix, para referirse al 
asunto que figura en el orden del día. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: el tema 
que se trac a consideración de este Senado tiene que ver con 
la integración de los organismos rectores de la enseñanza, que 
son el CODICEN y los Consejos Desconcentrados. Es un 
tema que atañe directamente a la organización institucional de 
la enseñanza, esto cs, a la conformación de los órganos que 
tienen a su cargo la dirección de la educación en el país. 


En primer término, queremos dejar en claro, de manera 
muy enfática, que en este tema no existen verdades absolutas. 
Es una materia singularmente opinable, Todo lo que aquí po- 
damos argumentar con buenas y quizás no tan buenas razones, 
es fruto de una reflexión madura y sincera sobre este delicado 
e importante tema. Todo ello, sin embargo no pretende otra 
cosa que agregar una opinión más dentro del campo de lo 
relativo, Repetimos, se trata de un tema singularmente opina- 
ble, donde las concepciones filosóficas o experiencias particu- 
lares de cada uno, pueden llevarnos por caminos y por solu- 
ciones muy dispares. 


Trataremos en consecuencia de dar nuestro punto de vista, 
sincera y honestamente, brindando las razones básicas, y a 
nuestro juicio valederas, para dar nuestro voto afirmativo al 
proyecto en consideración. Ello no implica desconocer las 
también valederas razones que pueden sostener otros senado- 
res. 


Queremos destacar además, que el tema que abordamos en 
el día de hoy, tiene un cierto contenido de provisoriedad habi- 
da cuenta de un anunciado proyecto de ley que tratará la 
educación en gencral. 


Un enfoque a mi juicio, acertado del problema debe partir 
de una distinción esencial. 


Por un lado, la enseñanza en sí. Por el otro, las institucio- 
nes que tienen a su cargo el darla, el organizarla y el orientar- 
la. La organización de la enseñanza, la organización de las 
instituciones encargadas de impartirla, es una materia absolu- 
tamente distinta de lo que es la enseñanza en sí misma consi- 
derada. 


Ambos son puntos distintos, pero a mi entender indisolu- 
blemente unidos. Porque sobre la idea que uno tenga sobre la 
enseñanza, sobre sus criterios y sus métodos, dependerá nece- 
sariamente la organización institucional a darle. 


Si se aspira a una enseñanza descentralizada donde la 
competencia cs la que fija las reglas del saber a ser brindado, 
donde las distintas entidades de enseñanza son las encargadas 
de seleccionar libremente programas y asignaturas, la organi- 
zación institucional a cargo del Estado debe ser mínima. 
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Si por el contrario la enseñanza es fuertemente centraliza- 
da, como ocurre en nuestro país, la organización de las institu- 
ciones que tienen como misión encararla y orientarla, debe 
estar sujeta a un cuidadoso y prolijo análisis, En este análisis, 
el tema de la enseñanza en sí, debe estar necesariamente pre- 
sente, al menos en sus términos más generales. Ello, porque 
de lo que en materia de educación se quiera, dependerá la 
estructura institucional a ser adoptada. 


En tal sentido, y habida cuenta de lo expuesto el Estado, 
hoy por hoy, y en muy alto grado, tiene a su cargo la organi- 
zación de la educación, así como su orientación en los estu- 
dios primarios y medios. 


La tarea fundamental de los órganos rectores de la ense- 
fianza es la organización de la educación. Es la organización 
de lo que se debe enseñar y como enseñarlo. Hoy más que 
nunca el exceso de riqueza cultural y técnica, amenaza con 
convertirse en un problema mayúsculo, porque a cada genera- 
ción que se sucede le es cada vez más difícil o imposible 
absorberla. 


Frente a esta realidad cultural y técnica está el niño o el 
joven, que indudablemente no está capacitado para aprender 
todo lo que habría que enseñarle. Este niño y este joven son 
los destinatarios finales de ese acervo cultural y por ende 
destinatarios del qué, del cuánto y del cómo, Del qué enseñar, 
de cuánto enseñar y de cómo enseñarlo. 


En la enseñanza y en la educación existen tres términos 
básicos de referencia: 


1.- El saber en sí mismo considerado, que es el acervo 
cultural y técnico. Esto es, lo que debería ser enseñado, 


2.- El docente, maestro o profesor, que es quien enseña. 


3.- El discípulo o estudiante, que es quien aprende y a 
quien está destinada la educación. 


El gran paso en la historia de la pedagogía, debido funda- 
mentalmente a Rousseau, Pestalozzi, Fróbel y todo cl idealis- 
mo alemán, fue simplemente el traslado del fundamento de la 
ciencia pedagógica, del saber cn sí mismo considerado y del 
maestro, al discípulo, al educando, y reconocer que son éste y 
sus condiciones peculiares, lo único que puede guiarnos para 
construir y organizar institucionalmente la enseñanza. En esta 
época, ya no son más el acervo cultural y el maestro los 
protagonistas de la educación. El verdadero protagonista es 
aquél a quien la educación está destinada. 


Vista esta realidad, la organización de la enseñanza debc 
ser en consecuencia la proyección institucional del estudiante. 
Del estudiante además, en sus dimensiones esenciales: su es- 
casa capacidad adquisitiva de saber, por un lado, y por otro 
aquello que el estudiante deberá saber para desenvolverse en 
la vida y desarrollarse moral y humanamente. 


En vez de enseñar lo que según un utópico deseo, debería 
enseñarse, hay que enseñar sólo lo que se puede enseñar, cs 
decir, sólo lo que el hombre de dotes medias, puede aprender. 
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El principio de la pedagogía no debe partir del saber, ni 
del maestro, sino y fundamentalmente de quien aprende, del 
estudiante o discípulo. 


El principio de la pedagogía es absolutamente diferente 
del principio de la cultura y de la ciencia. La limitación en la 
capacidad de aprender es el principio de la pedagogía. Es por 
cllo que la preocupación fundamental reside en enseñar exac- 
tamente la medida de lo que se puede aprender, y dentro de 
ello, de lo que es necesario aprender para vivir en un lugar y 
en un tiempo determinado. 


Concretando lo expuesto extraemos en forma por demás 
nítida cuáles son los grandes temas a perseguir en la enseñan- 
za, y en función de ellos los fines y objetivos esenciales de las 
instituciones encargadas de organizarla, orientarla e impartir- 
la. 


A saber: 


La institución encargada de organizar la enseñanza, y por 
ende las personas que deben desarrollar esa tarea deben tener 
necesariamente presentes en todo momento, las siguientes Lres 
interrogantes: Qué se debe enseñar, 


Cuánto se debe enseñar y 
Cómo se debe enseñar 


Las respuestas a estas tres interrogantes deben necosaria- 
mente estar circunscriptas a las dos metas u objetivos a que ya 
nos referimos y que son: 


Por un lado, el que hay que enseñar sólo lo que se puede 
enseñar, es decir sólo lo que el hombre de dotes medias puede 
aprender. 


En segundo lugar, la preocupación de enseñar sólo aquello 
que el alumno necesitará para desenvolverse en la vida y 
desarrollarse normalmente ante circunstancias de lugar y 
tiempo determinadas. 


La primera de las interrogantes, qué cs lo que se debe 
enseñar, encierra una valoración de la realidad, valoración 
destinada a circunscribir dentro del acervo cultural y técnico 
existente en un momento determinado, cuál es la parte útil, 
cuál el saber necesario a ser trasmitido al niño y al joven, qué 
es lo que cl niño y el joven precisarán para desenvolverse 
útilmentc. 


La segunda interrogante, que es cuánto se debe enscñar, 
tiene una respuesta más compleja. Encierra también una valo- 
ración de la realidad, habida cuenta de que el cuánto se debe 
enseñar, cstá también estrechamente ligado al concepto utili- 
tario al que nos referimos precedentemente. Las necesidades 
para desenvolverse en la vida. Pero también la respuesta está 
vinculada a otro extremo, tanto o más complejo que el ante- 
rior. Y es cuánto conocimiento el niño o el joven pueden 
absorber. Esta es una cuestión cuya respuesta debe ser ubicada 
dentro de la psicología soctal. 
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La tercera interrogante, el cómo enseñar, constituye una 
técnica, que se desarrolla permanentemente y constituye un 
campo de especialización, este sí propio del docente. 


Vistas estas ideas básicas sobre lo que a nuestro juicio 
debe perseguir la enseñanza, entraremos en lo que hoy consti- 
tuye el tema específico de esta discusión. 


El primer punto que se suscita es el de la especialización. 
En otras palabras, si toda la organización y administración de 
la enseñanza debe quedar en manos de los especialistas en la 
matería pedagógica. Esto es, en manos de los docentes. 


Una primera y a nuestro juicio superficial respuesta, Otor- 
garía a dichos señores, tal administración y organización, ha- 
bida cuenta de que son los poseedores del saber y conocen 
además las técnicas pedagógicas a ser aplicadas para la tras- 
misión de ese saber. Son los especialistas en materia de ense- 
Ñanza. 


Sin embargo un análisis y enfoque más profundo del tema 
nos lleva a conclusiones muy diferentes. Esto no significa que 
el docente quede afuera de los aspectos organizativos. Consi- 
deramos su presencia esencial. Pero tal esencialidad no alcan- 
za para nutrir con docentes la totalidad de los Consejos. 


Para demostrar esta conclusión recurríremos nuevamente a 
las tres interrogantes esenciales, el qué, el cuánto y el cómo 
enseñar. 


El profesor, el macstro resultará insustituible en la trasmi- 
sión del saber y en los métodos pedagógicos a ser empleados 
para lograr que esa trasmisión culmine exitosamente, El do- 
cente será insustituible en el cómo enseñar, 


No lo será tanto en discernir lo que tiene que ver con el 
cuánto se debe enseñar, pues si bien hay en este tema algo que 
compete a su especialización, o más bien a la experiencia que 
de ella ha cxtraído, hay algo también que queda fuera de ella 
y que compete a otra especialidad o especialidades: el deter- 
minar la exacta medida de lo que el discípulo por sus dotes 
peculiares puede aprender, por un lado, y el establecer, en 
base a necesidades de lugar y tiempo, cuánto se le debe ense- 
ñar por otro. El primero es un campo perteneciente a la psico- 
logía o más bien a la psicología social. El segundo implica 
una valoración utilitaria, por completo ajenas a la especializa- 
ción docente. 


Y no será insustituible en absoluto, y entiéndase bien que 
me refiero al campo de especialización docente, y no a lo que 
el docente pueda conocer por otras circunstancias, para esta- 
blecer qué es lo que debe ser enseñado. Ello constituye un 
campo totalmente ajeno a la especialización cn la docencia. 
Es el campo de la vida real, del discurrir cotidiano, reservado 
al sentido común y que tan bien encierra el viejo concepto de 
la civilización romana, cual cs el del “buen padre de familia” 
hombre prudente, hombre diligente y dotado por sobre todas 
las cosas de un gran sentido común. 


90 -C.S, 


Este concepto encaja perfectamente en lo que tiene que 
ver con la organización de la enseñanza. Se adecua al hecho 
de que el hombre nace siempre en una época, es decir que es 
llamado a ejercitar la vida en una altura determinada de los 
destinos humanos. 


El hombre pertenece circunstancialmente a una generación 
y toda generación se instala, no cn cualquier parte, sino preci- 
samente sobre la anterior. Esto significa que es forzoso vivir a 
la altura de las ideas del tiempo. 


Los docentes, si bien son parte, no representan a las gene- 
raciones en su totalidad, 


Cuando se trata de organizar la enscñanza o cualquier otra 
rama de la actividad humana, donde exista un cierto grado de 
especialización, la presencia del especialista en csa rama del 
saber, constituirá un requisito imprescindible. Pero esa pre- 
sencía no será necesaria, sino en aquella parte que tiene que 
ver con la especialidad en sí misma. Baste pensar en organiza- 
ción, para que este concepto en sí mismo escape, de manera 
evidente, a la especialidad de cuya organización se trata. Or- 
ganización de una actividad humana especializada y la espe- 
cialización en sí misma considerada, son cosas absolutamente 
diversas y distintas. 


Sin embargo, la especialización en una determinada rama 
del saber apareja, impercentible pero inexorablemente un fe- 
nómeno que todos conocemos y que el saber común ha dado 
en llamar: deformación profesional. Este fenómeno se mani- 
fiesta en que la persona que ha cultivado sistemática y persis- 
tentemente una actividad científica o cultural durante Loda su 
vida, tiende inconsciente y aún conscientemente a encarar los 
diversos problemas a que se ve enfrentado a través de una 
singular y determinada óptica, la óptica de la ciencia o la 
especialización que cultiva. 


A este respecto, transcribimos un párrafo de Ortega y Gas- 
set. Dice: “que ha sido menester esperar hasta los comienzos 
del Siglo XX para que se presentase un espectáculo increíble: 
el de la peculiarísima brutalidad y la agresiva estupidez con 
que se comporta un hombre cuando sabe mucho de una cosa e 
ignora de raíz todas las demás”. Esta afirmación del célebre 
pensador y docente español, escrita en uno de sus tantos ar- 
tículos, fue desarrollada en un capítulo de su conocido ensayo 
“La Rebelión de las Masas” al que denominó “La Barbarie del 
Especialismo”, alguno de cuyos párrafos no nos resistimos a 
leer: “Ella -se refiere al proceso de creciente especialización 
en la labor de los investigadores- haría ver cómo, generación 
tras generación, el hombre de ciencia ha ido constriñéndose, 
recluyéndose, en un campo de ocupación intelectual cada vez 
más estrecho. Pero no es esto lo importante que csa historia 
nos enseñaría, sino más bien lo inverso: cómo en cada genera- 
ción el científico, por tener que reducir su órbita de trabajo, 
iba progresivamente perdiendo contacto con las demás partes 
de la ciencia, con una interpretación integral del universo que 
es lo único merecedor de los nombres de ciencia, cultura, 
civilización europea”. 
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Y más adelante agrega: “El especialista sabe muy bien su 
mínimo rincón del universo; pero ignora de raíz todo el res- 
to”. “Porque antes los hombres podían dividirse sencillamente 
en sabios e ignorantes, en más o menos sabios y más o menos 
ignorantes. Pero el especialista no puede ser subsumido cn 
ninguna de esas dos categorías. No es un sabio, porque ignora 
formalmente cuanto no entra en su especialidad; pero tampo- 
co es un ignorante, porque es un hombre de ciencia y conoce 
muy bien su porciúncula del universo”. 


Y ello significa “que es un señor el cual se comportará en 
todas las cuestiones que ignora, no como un ignorante, sino 
con toda la petulancia de quien en su cuestión especial es un 
sabio”. 


Y, en efecto este es el comportamiento del especialista. 


“En política, en arte, en los usos sociales, en las otras 
ciencias, tomará posiciones de primitivo, de ignorantísimo; 
pero las tomará con energía y suficiencia, sin admitir -y esto 
es lo paradójico- especialistas de esas cosas. Al especializarlo, 
la civilización le ha hecho hermético y satisfecho dentro de su 
limitación; pero esta misma sensación íntima de dominio y 
valía le llevará a querer predominar fuera de su especialidad”. 


“La advertencia no es vaga. Quien quiera puede observar 
la estupidez con que piensan, juzgan y actúan hoy en política, 
en arte, en religión y en los problemas generales de la vida y 
el mundo los hombres de ciencia y claro es, tras ellos médi- 
cos, ingenicros, financieros, profesores, cto”. 


Termino la cita de Ortega y Gasset. 


La lectura de estos párrafos, algo detonante en algunas de 
sus expresiones, no está destinada de por sí y ante sí, a cerce- 
nar toda posibilidad al especialista, o al docente para organi- 
zar institucionalmente algo y en especial la enseñanza. Lo que 
se pretende es demostrar que el docente, que lo es de una sin- 
gular y particular asignatura, por el solo hecho de serlo, no 
está necesariamente habilitado, para encarar su organización. 


Se necesita algo más que la especialización docente, en 
matemáticas o en geografía, para diseñar y programar desde el 
punto de vista del protagonista que es el estudiante, el qué se 
debe enseñar, el cuánto se debe enseñar y el cómo se debe 
enseñar. 


Recurriremos a un ejemplo extremo y absurdo que servirá 
para desarrollar esta idea. Siendo el Poder Legislativo, el Po- 
der de Gobierno encargado de proyectar, estudiar y aprobar 
las leyes, y ateniéndonos al principio de especialización que 
acabamos de criticar, deberíamos concluir que sólo los aboga- 
dos podrían aspirar a ocupar un puesto en el Parlamento. Son 
los especialistas en materia de leyes. Se han formado en el 
estudio y en la práctica de su interpretación, de su análisis y 
de su aplicación. 
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Sin embargo el solo planteo de este ejemplo, hace patente 
su absurdo. Olvida que lo más importante de las leyes no es su 
forma sino, su substancia, es la materia donde se proyecta. Y 
esta substancia y esta materia son totalmente ajenas a la for- 
mación académica. Tal substancia está dada por el discurrir 
cotidiano de la vida, sus vicisitudes, sus necesidades, sus sa- 
uisfacciones y sus miserias. Y este discurrir de los aconteci- 
mientos y también de las ideas, es ajeno a la abogacía, a la 
medicina y también ajeno a ta docencia. No quiero decir con 
ello que abogado, médico o docente queden fuera de tales 
inquictudes. Lo que sí queremos decir es que los aconteci- 
mientos y su valoración, así como la valoración de las ideas 
más generales, están fuera de toda especialización. Pertenccen 
al campo de la cultura general, 


A esta altura, consideramos del caso referirnos al procedi- 
miento electivo de los Consejos, realizado a través de eleccio- 
nes entre docentes. 


Otro mecanismo de integración de los órganos de la ensc- 
ñanza que se ha proyectado, es el de la elección por parte de 
los docentes de Educación Primaria, Educación Secundaria y 
Educación Técnico-Profesional de los miembros de los Con- 
sejos Desconcentrados de las respectivas ramas de la enscñan- 
za. La elección sólo puede recaer en docentes. 


Este procedimiento electivo incurre, desde nuestro punto 
de vista, en los mismos defectos que apuntamos cuando trata- 
mos el tema de la especialización. La especialización en sí 
misma, por ser especialización, no es garantía ninguna de 
eficacia y eficiencia en la organización de la enseñanza y en 
su administración. No quiere decir esto que docentes altamen- 
te calificados, no revistan, más allá de su singular especializa- 
ción cualidades de excelencia que los habilite para ser miem- 
bros de los distintos Consejos de Enseñanza. 


El hecho de que tres miembros del CODICEN y dos 
miembros de los Consejos Desconcentrados, deban ser docen- 
les, no quiere decir que los otros no puedan serlo también, 
siempre que reúnan las calidades de idoncidad y solvencia 
necesarias en materia de educación. 


Existen, además, otros reparos que nos mercce el sistema 
electivo de docentes por docentes, que conlleva a que no lo 
consideremos ajustado ni adecuado a la realidad social y jurí- 
dica del país. 


No nos resulta adecuado, pues deja de lado a los principa- 
les protagonistas en este tema. Nos referimos al educando o 
discípulo, que como vimos, son éste y sus particulares condi- 
ciones lo único que puede guiarnos para construir y organizar 
la enseñanza. ¿Y cómo pueden manifestarse estos interesados 
sino a través de los padres? Estos son sus representantes, son 
los principalmente preocupados en la educación que ha de 
impartirse a sus hijos. 


No debemos olvidar el artículo 41 de la Constitución que 
establece que el cuidado y educación de los hijos para que 
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éstos alcancen su plena capacidad corporal, intelectual y so- 
cial, es un deber y un derecho de los padres. 


El procedimiento electivo a través de cuadros cerrados de 
docentes y la designación por éstos de los miembros de la 
autoridad central, privaría a los padres, legítimos y más direc- 
tamente interesados, a pronunciarse, aunque más no sea indi- 
rectamente en una materia que tanto les incumbe y les intere- 
sa. 


La designación de los responsables de la enseñanza por sus 
legítimos represcntantes, elegidos libremente a través del voto 
popular, contempla a nuestro juicio de manera más racional y 
acabada la participación de esos padres. No olvidemos que el 
Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, y el pro- 
pio Senado, donde participan todas las corrientes políticas del 
país, son los encargados de participar en la designación. Y tan 
es así y tan claro resulta que los representantes del pueblo, 
Poder Ejecutivo y Parlamento asumen esa representación de 
los padres, que todos y cada uno de los partidos políticos, ya 
sea en su programa de principios, ya en Sus propuestas electo- 
rales, no descuidan en absoluto el tema de la enseñanza. Y es 
más, cuidan y cuidan muy prolijamente el establecer aquellos 
principios, enfoques y soluciones que les son más caros cn 
esta delicadísima materia. 


Por otra parte, existe además un aspecto en sí mismo no 
deseable; pero que es inherente al procedimiento electivo, Se 
trata de la politización de la actividad docente. Se politizaría 
la enseñanza aún más de lo que lamentablemente lo está. 


Muchos docentes sacrificarían su vocación docente en aras 
del proselitismo y esto haría que perdieran o por lo menos 
desvirtuaran tal calidad. 


Y más aún, el docente que sacrifica la docencia en aras del 
proselitismo y una virtual candidatura, no podría cumplir en 
manera alguna, con uno de los requisitos que el proyecto que 
propugna el sistema electivo, reclama para poder ser elegido. 
El candidato no rcuniría el carácter de efectividad en la do- 
cencía. Efectividad real en la docencia y proselitismo político 
o gremial, son a nuestro entender, conceptos incompatibles. O 
se hace docencia efectiva o se sacrifica ésta en función de 
otras aspiraciones. Esto es así, salvo que se entienda el rcqui- 
sito de efectividad, como la permanencia en la lista de pagos 
del Estado. 


El preconizar la elección de profesores por profesores apa- 
rejará, además en nuestro criterio, un grave peligro. Los Con- 
sejos de Enseñanza tendrán un inmenso poder, un poder omni- 
potente. Gobernarán la enseñanza, establecerán los planes de 
estudio, sin necesidad de rendir cuentas y sin posibilidad de 
que sus actos puedan ser apclados. No habrá un grupo de 
ciudadanos respaldando esa gestión, sino que tales poderes 
recacrán en la representación de una entidad corporativa. 


Me quiero referir, aunque más no sea en forma breve, al 
problema de la autonomía de Jos entes de enseñanza. 
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Se ha querido ver en el proyecto actualmente en discusión, 
una mayor injerencia del Poder Político en la enseñanza, a 
través del procedimiento de designación proyectado. La de- 
signación de los miembros del CODICEN por el poder políti- 
co, podría aparejar una mayor injerencia de éste, y al estar a 
algunas Opiniones, se podría ver lesionada la autonomía de 
que deben estar necesariamente dotados los organismos encar- 
gados de la educación. 


Es menester despejar en forma categórica esta confusión, 
la que sólo puede estar fundada en una concepción no científi- 
ca de lo que por autonomía se entiende. 


El concepto de autonomía, referido al grado de descentra- 
lización que tienen o pueden tener ciertas entidades estatales, 
es un concepto eminentemente jurídico. La fuente de la auto- 
nomía es una norma constitucional o una disposición legal, y 
supone como muy bien lo expresó el Presidente del Cuerpo 
Dr. Gonzalo Aguirre un traspaso de determinados poderes de 
administración y reglamentarios de la Persona Pública Mayor, 
Estado Central, a otra Persona Pública Estatal. El organismo 
autónomo, no cslá sometido a jerarquía, por lo que, dentro de 
su especialidad podrá ejercer los poderes jurídicos de que está 
dotado, con absoluta independencia. 


La autonomía de los Entes, concepto jurídico, nada tiene 
que ver con la forma o procedimiento de designación, de los 
soportes de los órganos encargados de su administración. Es- 
tos soportes, miembros de los Directorios, una vez establec:- 
dos en ellos se encargarán de la administración en la forma y 
con el grado de autonomía que les conficre la Constitución y 
la Ley. 


El que el Poder Público sea el encargado de designar los 
titulares de los órganos en nada les hace perder a éstos su 
autonomía. Y decimos más, en nada Jes hace perder su inde- 
pendencía. Pongamos a modo de ejemplo la integración de la 
Suprema Corte de Justicia. Sus miembros son designados por 
cl Poder Político a través de mayorías especiales de la Asam- 
blea General. Es sin embargo un Poder de Gobierno que man- 
tiene y mantuvo su independencia y autonomía de los atros 
dos poderes. 


La forma de designación, nada quiere decir, ni nada signi- 
fica en cuanto a autonomía e independencia se refieren. La 
autonomía y la independencia encuentran su fuente, su funda- 
mento y sus garantías en las normas jurídicas. Más precisa- 
mente, en la Constitución y en la ley. 


CONCLUSIONES 


El proyecto a consideración dispone que los miembros del 
Consejo Directivo Central serán designados por cl Poder Eje- 
cutivo, actuando en Consejo de Ministros, previa venta de la 
Cámara de Senadores. Esta venia deberá ser otorgada sobre 
propuestas motivadas en las condiciones personales, reconoci- 
da solvencia y acreditados méritos en los asuntos de educa- 
ción general, de los aspirantes, 
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Tres de los aspirantes propuestos, por lo menos, deberán 
haber ejercido la docencia en la enseñanza pública por un 
lapso no menor a los diez años, 


Los Consejos Desconcentrados estarán integrados por tres 
miembros designados por el Consejo Directivo Central y de- 
berán, todos ellos reunir las calidades de idoneidad y solven- 
cia en temas de educación. Dos de ellos deberán iencr una 
antigúedad no menor a diez años en la enseñanza pública. 


A modo de conclusión queremos muy enfáticamente esta- 
blecer que el punto crítico, y por ende cl más importante a 
nuestro juicio del proyecto en consideración, lo constituyen 
las cualidades personales requeridas para los miembros de los 
distintos consejos. 


No lo son, ní lo pueden ser el docente y el haber tenido 
una antigiiedad no menor a los diez años cn la enseñanza 
pública. Una persona, un docente con diez, con veinte años de 
experiencia, puede ser excelente y destacadísimo en la ense- 
ñanza particular de la singular disciplina que enseña. Pero 
puede no saber absolutamente nada -y repito, absolutamente 
nada- de cómo organizar la enseñanza. 


La capacitación para la docencia, en una asignatura deter- 
minada, no habilita de por sí la capacidad para organizar la 
enseñanza desde el punto de vista institucional, 


Las calidades personales que deben poseer los miembros 
de los consejos de enseñanza, revelan en sí, una posible habi- 
litación para encarar la organización, administración y orien- 
tación de la enseñanza. Estas calidades de solvencia e idonei- 
dad en temas de la educación, calidades y cualidades, contro- 
ladas por el Poder Ejecutivo actuando en Consejo de Minis- 
tros y por el Senado de la República al otorgar su autoriza- 
ción, constituyen la verdadera garantía que se pretende obte- 
ner. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: antes de que la 
Mesa comience a tomar el tiempo de que dispongo para hacer 
uso de la palabra, deseo hacer una consulta. 


Hemos presentado un proyecto sustitutivo ante la Comi- 
sión encargada de estudiar este tema; a ella, precisamente, le 
solicitamos que lo agregara a los antecedentes, No está inclui- 
do en ellos, pero sí consta en la versión taquigráfica su pre- 
sentación. Dicho proyecto es igual al que formularan dos 
compañeros de nuestra bancada en la Cámara de Representan- 
tes, 


Consulto a la Mesa, en definitiva, si al haber sido incorpo- 
rado dicho proyecto, me habilita a actuar de acuerdo con el 
régimen establecido en el artículo 68 del Reglamento, es de- 
cir, en calidad de miembro informante. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa lamenta informarle que 
no puede ampararse en lo previsto por el artículo 68, porque 
él es muy claro cuando dice que “la expresión miembro infor- 
mante se interpretará a todos los efectos de este Reglamento, 
como referida a quienes informen en mayoría”. 


Por consiguiente, el señor senador tienc, al igual que los 
miembros informantes, una hora para hacer uso de la palabra, 
es decir, los treinta minutos iniciales y los otros treinta que es 
de estilo se concedan en carácter de prórroga. La única dife- 
rencia, en realidad, es que el miembro informante en mayoría 
dispone, una vez terminada la discusión y al haberse agotado 
la lista de oradores, de una media hora suplementaria. 


Quicre decir, entonces, que el señor senador, de hecho, 
puede hablar durante una hora, previa prórroga que con segu- 
ridad el Cuerpo le concederá, si es necesario, una vez que 
expiren los primeros treinta minutos, 


SEÑOR PEREYRA. - Muchas gracias, señor Presidente. 


Comienzo mi exposición diciendo que, contrariamente con 
lo que me es habitual y en virtud de la respuesta que me acaba 
de dar la Mesa, no voy a conceder interrupciones. Entiendo, 
además, que este debate tendrá la amplitud suficiente como 
para que cada señor legislador pueda pronunciarse sobre él cn 
ticmmpo y forma que considere conveniente, rebatiendo inclusi- 
ve los argumentos que podamos formular. 


He escuchado con suma atención las palabras expresadas 
por el señor miembro informante, quien ha hecho un informe 
serio, medido y ajustado, cosa que debo señalar aunque sin 
compartir el proyecto. Me reservo para una segunda discusión 
que se hará sobre este tema hacer algunas puntualizaciones 
con carácter de objeción del orden de los fines prácticos, de 
los modos y de los esquemas pedagógicos, que a juicio del 
señor miembro informante deben impcrar. Mi silencio, enton- 
ces, no se debe a que exista conformidad con esa parte de su 
exposición sino a que, reitero, postergaré la discusión de ese 
aspecto para cuando hablemos sobre la ley de fondo. 


Me congratulo de haber oído de parte del señor miembro 
informante la expresión de que este proyecto tiene carácter de 
transitorio y que, además, discutiremos el gran tema de la 
enseñanza, en toda su dimensión, cuando a la brevedad posi- 
ble este Cuerpo considere la ley de fondo, ya que aquí sólo 
estamos tratando la forma de designación de las autoridades 
de esta trascendente función social como lo es la educación, 
más concretamente, la enseñanza media. 


Considero que aquí, señor Presidente, hay algo en lo que 
todos estamos de acuerdo y es que este es el tema más impor- 
tante en la vida nacional; lo es más que todos los que aquí 
podamos tratar, ya que no hay ninguno, a excepción del de la 
libertad, que pueda ser tan relevante. Inclusive, pienso que 
aún en lo que hace a su distinta índole, este tema tiene la 
misión de proyectar hacia el futuro nada más ni nada menos 
que el progreso y la evolución que la humanidad acumula en 
el transcurso del tiempo. 
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Lamentablemente, estoy haciendo uso de la palabra para 
oponerme a este proyecto, teniendo en cuenta que él está 
auspiciado por el Poder Ejecutivo, que hoy está en manos de 
ciudadanos de mi Partido, compartido a la vez por miembros 
del Partido Colorado, que lo acompañan, cn razón de un 
acuerdo al que han llegado sobre su alcance y contenido. No 
voy a criticar el procedimiento del acuerdo político, ya que se 
trata de un sistema que conocemos y practicamos todos los 
que hemos integrado la vida parlamentaria. Sin perjuicio de 
ello, me voy a permitir discrepar con el contenido del proyec- 
to, respondiendo a convicciones muy profundas que he ali- 
mentado durante toda mi vida, las que he expresado en otra 
oportunidad en este Cuerpo, 


Me estoy refiriendo a la relación que puede haber entre la 
acción del poder político y la de las autoridades de la ense- 
ñanza, aunque con ello no estoy formulando críticas a deter- 
minados gobernantes, sino al poder político en general, al de 
ayer, al de hoy y al de mañana, que no debe tener injerencia 
preponderante en lo que se refiere a la función cducativa, 
debiendo permanecer ajeno a ella. Vemos que en muchos 
casos, y de acuerdo a la calidad de los gobernantes -no me 
refiero a los actuales sino que hablo en gencral- se puede 
llegar a desvirtuar el principio de laicidad, sobre todo cuando 
existen regímenes que no ajustan su acción a la práctica de- 
mocrática, cuya primera función, una vez llegados al poder, 
es apoderarse de la enseñanza para, desde allí, adoctrinar so- 
bre el sistema que practican. 


Al igual que un conocido pedagogo y pensador americano 
opinó que no debe existir adoctrinamiento en la enseñanza, ni 
cn materia religiosa ni en materia política, El dice que ni 
siquicra debemos adoctrinar sobre el sistema democrático, ya 
que a la convicción de que la democracia es el mejor sistema 
de que disponen las sociedades para gobernarse es algo a lo 
que debe llegar libremente el educando, a través de los ele- 
mentos que va recibiendo en esa compleja tarea que es la 
educación, y nunca por la imposición de aquellos que tiencn 
la jerarquía intelectual, así como la privilegiada posición que 
les permite dirigir constantemente su palabra a la juventud, 


Nucstra actitud no es caprichosa; está avalada por una 
larga vida parlamentaria en la que, muchas veces, estudiamos 
este lema y faltaríamos a lo que consideramos un deber ele- 
mental de la acción política, y al que le atribuimos un alto 
valor ético, como es el de la coherencia, si contradijéramos lo 
que tantas veces repetimos, tanto en esta Sala como en la de 
la Cámara de Representantes, en momentos en que ocupába- 
mos allí una banca. 


En la oportunidad en que más extensamente nos referimos 
a este tema fue en el año 1972, cuando debimos oponernos a 
la Ley de Enseñanza propuesta por el Poder Ejecutivo de ese 
entonces y que pasó -para mí tristemente- a la historia con el 
nombre de Ley del CONAE, bajo cuya vigencia se cometic- 
ron las mayores atrocidades y las más grandes arbitrariedades 
gue en materia de enseñanza se hayan conocido, por lo menos 
en lo que va de este siglo. 
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Debemos decir que no estamos improvisando y que nues- 
tra posición de hoy no debe interpretarse como un acto de 
hostilidad hacia este Gobierno. Para avalar nuestras palabras 
podemos repetir, en el día de hoy, lo que dijimos el 29 de 
diciembre de 1972, 


“Nosatros, en este lema, ponemos pasión porque lo senti- 
mos profundamente. 


Soy maestro y he ejercido el magisterio en los medios 
rurales y urbanos. He sido profesor de Enseñanza Secundaria 
y tengo 20 años de mi vida dedicados, bien o mal, a la ense- 
ñanza. 


En consecuencia, alguna experiencia tengo para decir cier- 
tas cosas sobre los centros de enseñanza, sobre sus planes y 
sobre la enseñanza misma. Sin embargo, no pretendo que se 
atengan a mi opinión. Voy a respaldar los argumentos de mi 
exposición de esta noche y comienzo citando para ello, nada 
menos que la palabra de José Pedro Varela, que en la página 
trece de la publicación sobre “La Educación del Pueblo”, de 
la vtolección Clásicos Uruguayos, dice "El legislador a menos 
de formular leyes destinadas a morir en el olvido, tiene que 
tomar en cuenta, no sólo el fin a que debe aspirarse, sino 
también y muy especialmente, los medios que pueden em- 
plearse para alcanzarlo. Utilizar, en el mejor sentido, todas las 
fuerzas actuales de la sociedad sin darle, sin embargo, mayor 
trabajo del que puedan realizar debe ser en ésta, como en 
todas las esferas de la actividad social, la aspiración suprema 


»” 


del legislador””. 


Con estas palabras comenzaba mi exposición cn cl año 
1972 y las ratifico hoy frente a este proyecto. 


Quiero decir que la primera razón por la que me opongo al 
mismo se basa en el hecho de que quiero seguir defendiendo 
el principio rector de la Enseñanza Pública, como es el de la 
autonomía y que considero, en la verdad o en el error, que 
está lesionado en el proyecto que hoy está a consideración del 
Cuerpo. 


Más tarde voy a fundamentar con conceptos más claros 
nuestra posición. Sin perjuicio de ello -y es una de las razones 
de mí voto en contra- debo decir que, a mi juicio, en este 
proyecto no se garantiza suficientemente el principio de laici- 
dad, que comienza con la elección de las autoridades que van 
a regir dicha enseñanza. 


La segunda razón radica en que considero que es un peli- 
groso precedente para la ley de fondo que vamos a tratar. 


Creo que, una vez establecida esta forma de elegir las 
auloridades de la Enseñanza Media, es muy probable que este 
hecho pese en la legislación futura. 


Se me puede decir que estoy prejuzgando, pero mi larga 
experiencia parlamentaria me hace suponer que lo que mu- 
chas veces consideramos provisorio, se vuelve permanente. 
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Temo que las mismas ideas que hoy se han expuesto para 
fundar este proyecto se reiteren cuando estemos discutiendo la 
ley integral que debe regir según disposición establecida en la 
del añio 1985, votada al comienzo del período democrático, y 
que también tenía carácter provisorio. 


El transcurrir del tiempo sin que se haya modificado nos 
hace temer que pueda suceder lo mismo. Por eso hemos reci- 
bido con beneplácito el anuncio del señor miembro informan- 
te sobre el carácter provisorio de este sistema de integración 
de las autoridades de la Enseñanza. Ello, seguramente, atenúa 
las críticas que se le puedan hacer y que vamos a formular al 
proyecto. 


Es cierto que puede decirse que el sistema de clección de 
las autoridades que se propone es parecido al que votamos en 
1985, ya que sigue el camino del artículo 187 de la Constitu- 


- ción, es decir a propuesta del Poder Ejecutivo y con la aproba- 


ción por la mayoría del Senado, estableció en el artículo 187 
de la Constitución. 


En aquel momento nosotros votamos esta forma de elec- 
ción, por lo cual se podrá señalar cierta contradicción. Pero no 
es así, puesto que llegamos a la Ley de marzo de 1985, apenas 
instaladas las nuevas autoridades que sustituían a las del régi- 
men de facto. La Ley de 1972, a la que hicimos referencia era 
una mala palabra entre los docentes y, diría, que entre ta 
inmensa mayoría de los ciudadanos del país. 


Había que sustituirla urgentemente y para ello se llegó a 
un consenso entre todas las fuerzas políticas, y con el respaldo 
de las agremiaciones de docentes, se adoptó este camino, con 
carácter transitorio. Además, se dijo que se trataba de una ley 
de emergencia y así se la denominó, a los efectos de que fuera 
sustituida por otra, de fondo. Había consenso, entonces -hoy 
no lo hay- y necesidades urgentes, de una urgencia tal que hoy 
tampoco existe, Constituyó una necesidad para organizar la 
enseñanza media al salir del periodo de facto y procurar darle 
instrumentos con qué corregir las barbaridades que durante 
esa época se cometieron. 


También es cierto que en esc proyecto no se establece el 
camino de la elección, por los docentes, de los miembros de 
los Consejos y, sin embargo, nosotros lo votamos y hoy recla- 
mamos la intervención de los docentes en ese campo. Pero es 
que hoy hemos afirmado el sistema democrático; evidente- 
mente, no estamos ante una solución de emergencia ni ante el 
apresuramiento de los hechos que entonces nos venían cmpu- 
jando para encontrar una salida urgente al problema. Hoy 
hubiéramos tenido cl tiempo y la tranquilidad suficiente para 
legislar en esta materia y para volver al sistema efectivo que 
alguna vez rigió respecto de algunos de los Consejos, que 
nosotros consideramos la mejor garantía para la vigencia del 
principio de autonomía. 


En cste proyecto tampoco se requiere -y aquí sí hay una 
diferencia- para todos los miembros la misma antigiiedad que 
en la Ley de 1985, que estará vigente hasta que el Poder Eje- 
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cutivo promulgue esta otra, que seguramente resultará aproba- 
da porque cuenta con la mayoría necesaria para ello. Pero en 
esa norma se establece para todos los miembros de los Conse- 
jos una antigiiedad en la docencia no menor de 10 años. Para 
nosotros constituía una garantía importantísima, la expericn- 
cia que aquellos que fueran a dirigir la enseñanza debían te- 
ner, para hacerlo con eficacia y con conocimiento de la cosa 
que se maneja. 


Á pesar de que no quería referirme a las palabras del señor 
miembro informante, no puedo dejar pasar el argumento de 
que, el pensar que los docentes deben regir la enseñanza y que 
no deben ser designados por el poder político, se contradice 
nada más ni nada menos que con disposiciones constituciona- 
les que dan al Poder Legislativo la facultad de elegir a los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia. Pero también es 
cierto que a nadie se le ocurriría designar a un maestro para 
integrarla; a nadie, porque precisamente la especialidad de la 
función requiere que sean abogados y con la antigiiedad, en el 
ejercicio de la profesión, que señala la Constitución de la 
República. Está bien que así sea, en pro del correcto ejercicio 
de una función tan delicada, como es la administración de 
justicia. 


Ya se han señalado aquí las características del proyccto y 
no voy a insistir al respecto; pero debo decir que nos opone- 
mos a él por la razón de que -además de las señaladas cn 
primer lérmino- aun como proyecto de cmergencia, aquí no se 
exige la condición de docente para integrar los Consejos rcc- 
tores de la enseñanza media, y ni siquiera se exige con carác- 
ter obligatorio la condición de simple docente. Para nosotros, 
esto es de tremenda gravedad. 


En 1972, cuando tratábamos aquella ley a que he hecho 
referencia, dijimos que aquel momento -seguramente, en me- 
dio de convulsiones que hoy felizmente no agitan al país, por 
lo menos con la intensidad de entonces- hubiera sido el opor- 
tuno para el gran encuentro nacional. Hoy reiteramos lo mis- 
mo: creemos que estas leyes que reficren a la función tan 
especial de la enseñanza, deben ser aprobadas por el Parla- 
mento con el mayor respaldo político posible y que deberían 
agotarse las instancias a los efectos de poder lograr ese respal- 
do, porque en la medida en que él aumente, seguramente será 
mayor también la jerarquía o, por lo menos, el respeto y la 
consideración que la ciudadanía tendría sobre un proyecto de 
ley que resultare aprobado por un amplísimo -si no total- 
pronunciamiento parlamentario. 


Vamos a leer lo que dijimos en 1972 con respecto a este 
tema, a los efectos de que se comprenda cuál es nuestra actl- 
tud al oponernos, en qué razones está fundada, y que se vea 
que no hacemos otra cosa que asumir igual postura que en 
otras instancias parlamentarias: “Pero además, la propia crisis 
que hoy padece la enseñanza en el Uruguay, la convulsión 
social que sufre nuestro país y que afecta la enseñanza, obli- 
gaba a un diálogo del Gobierno con todas las fuerzas políticas, 
con los educadores, con los organismos de enseñanza, y con 
todos los núcleos de opinión interesados en el problema”. 
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Esto no es invención nuestra; lo hemos Icído en un hombre 
que, seguramente, todos los señores senadores han admirado 
por su talento y por los servicios que prestó al país, El profe- 
sor Clemente Estable, en conferencia dictada por el Consejo 
de Enseñanza Primaria decía, entre otras cosas, lo siguiente: 
“El tema que hemos de tratar ahora es de una inmensidad 
asombrosa -cl de la educación- y en él vamos a encontramos, 
en algún aspecto, todos los que estamos aquí reunidos. Re- 
quiere la experiencia de todos y que todos pongamos la frente 
a estos problemas esenciales del país, porque el país necesita 
de grandes problemas para su unidad”. 


Esto lo decía, señor Presidente, Clemente Estable, soste- 
niendo que en la elaboración de la norma para la educación, 
se debe requerir el esfuerzo de todos. Además, decía lo que 
nosotros señalamos teniendo en cuenta el pensamiento de este 
gran uruguayo: que éste era el problema cuya solución podía 
y debía conducir a la unidad del país. Creo que también hoy 
hubiera sido muy conveniente que hubiéramos logrado uni- 
dad, para darle al país un sistema de enseñanza que nos con- 
formara a todos por la independencia y por el prestigio que el 
mismo tuviera. 


Y entramos, señor Presidente, en el tema de la autonomía, 
que nosotros consideramos lesionada respetando, naturalmen- 
te, las opiniones de aquellos que sostienen que no es así. 
Según se señala por los especialistas en la materia, la descen- 
tralización tiene dos justificaciones esenciales: la desconcen- 
tración del poder central y la especialización en la materia de 
que se trata 0 sobre la que se quiere gobernar. 


La filosofía del proyecto se opone a ambos principios. En 
última instancia, quien dirige o puede influir sobre la enseñan- 
za es el Gobierno, en el entendido de que no me refiero sola- 
mente al actual, sino al poder político en general, a los Pode- 
res Ejecutivos que podrán seguir ejerciendo su influencia si el 
sistema continúa siendo el que aquí se establece. 


Como decíamos, este proyecto elimina la calidad de edu- 
cador como exigencia fundamental. Entonces, no solamente 
vulnera cl principio de la descentralización cuando deja la 
designación cn manos del Gobierno, con todo el peso que 
tiene el poder político, sino que también deja de lado la se- 
gunda condición que justifica la autonomía, es decir, la espe- 
cialización en la tarea. 


Frente a esta situación, señor Presidente, no nos hemos 
limitado a la crítica o a la oposición a las soluciones presenta- 
das. Por el contrario, cn un principio buscamos un acuerdo 
que, en alguna medida, en una primera instancia sirviera para 
votar un proyecto de emergencia, pero cso no fue posible. 
Luego propusimos que la segunda etapa comenzara con un 
anteproyecto elaborado por los técnicos que el Gobierno con- 
siderara más aptos para la tarca -felizmente, el Uruguay cuen- 
ta con un buen número de ellos- pero este acuerdo tampoco 
prosperó y fue sustituido por otro, lo que es lógico que suceda 
cn la vida parlamentaria. Ante el fracaso de estas propuestas, 
sugerimos la redacción de un proyecto transaccional, que no 
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recogía todas nuestras aspiraciones en la materia pero que 
creíamos podía ser un medio de negociación que diera cl 
respaldo político y parlamentario que nosotros consideramos 
deben tener las grandes leyes. 


Creo que el principio de la autonomía constituye una her- 
mosa tradición nacional que no debemos olvidar los legislado- 
res de hoy. En ese sentido, recuerdo nada más ni nada menos 
que las palabras de Varela, el gran reformador de la enseñan- 
za, quien expresó: “Cuando llegue a darse forma a las leyes 
sobre educación, necesarias para responder a las exigencias de 
nuestra época, de nuestras instituciones y de nuestro país, 
estas condiciones fundamentales deberán tenerse en cuenta”. 
A continuación, Varcla las cnumera señalando, en primer lu- 
gar, la necesidad de otorgar reglas especiales a la educación 
para ponerla al abrigo de las agitaciones políticas y de las 
crisis financieras. Reitero que Varela consideraba que en la 
instancia de legislar, había que tener en cuenta antes que 
nada: “Dar reglas especiales a la educación para ponerla al 
abrigo de las agitaciones políticas y de las crisis financieras”. 
A pesar del tiempo transcurrido, no hemos cumplido aún con 
este precepto, y seguimos teniendo una enseñanza mendican- 
te, que visita a los parlamentarios para pedir los medios más 
elementales a fin de poder cumplir con tan delicada misión. 


SEÑOR POSADAS. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor scna- 
dor. 


SEÑOR POSADAS. - Mociono para que se prorrogue cl 
término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador Posadas. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Pucde continuar cl señor senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Agradezco la deferencia del Sena- 
do. 


La segunda condición que ponía Varcla era la de descen- 
tralizar la Administración para estimular el interés y la activi- 
dad local. Y observen los señores senadores lo que decía Va- 
rela a continuación: “Dar independencia a las autoridades y a 
la administración escolar para librarlas de la acción delctérca 
de las pasiones y de los acontecimientos del día”. Entonces, 
cuando se somete al poder político la designación de las auto- 
ridades de la enseñanza, a nuestro juicio se la está colocando, 
precisamente, dentro del juego de las pasiones políticas en 
que se ven envueltas las sociedades. 


Reitero que hay una verdadera tradición cn esta materia, 
recogida en sus apuntes magistrales por Justino Jiménez de 
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Aréchaga, quien en 1885 sostiene que “la Universidad, o me- 
jor dicho, la Enseñanza Secundaria y Superior adquiere ya un 
estatuto que la caracteriza como persona de derecho público y 
con ciertos poderes propios de decisión. Tiene un Consejo y 
un Rector, con competencias asignadas por la ley, sin perjui- 
cio de la autoridad del Poder Ejecutivo que en aquel tiempo, 
naturalmente, nombraba al personal docente y administrati- 
vo”. Hoy, la realidad en el medio universitario es otra y me 
extraña que tanto ahora como en las discusiones anteriores, en 
este ámbito donde se encuentran tantos egresados de la Uni- 
versidad, generalmente no se enjuicie la autonomía de la Uni- 
versidad ni la forma de elegir sus autoridades, pero en cam- 
bio, se discute y se niega la posibilidad de esta forma de 
elección de las autoridades docentes en lo que respecta a la 
enseñanza media. 


Justino Jiménez de Aréchaga expresaba que “en los he- 
chos, y aun cuando las Cátedras universitarias no constituye- 
ran un obstáculo para la barbarie política generalmente domi- 
nante en el Poder Ejecutivo, la Universidad llegó a moverse 
incluso con mayor independencia de la que por su Ley Orgá- 
nica se le asignaba. Fue en este caso el progreso del servicio y 
el grado de especialidad técnica requerido para su gobiemo, lo 
que obligó al legislador a atribuir autoridades propias a este 
poder independiente de decisión y de gobierno”. 


Podría leer otras opiniones de destacados juristas, pero se 
me agota cl tiempo y debo continuar. 


Existen antecedentes cercanos en cuanto a la autonomía 
garantizada por la elección en algunos de los Consejos. Segu- 
ramente, todos los presentes recordarán la Ley de 1935, que 
estableció la elección para la mayor parte de los integrantes 
del Consejo de Secundaria. Numerosos educadores han recor- 
dado que en el período en que rigió esa Ley se realizaron los 
mayores progresos para la enseñanza y se obtuvieron las más 
importantes conquistas en materia de organización, de concur- 
sos, de administración, de desarrollo y de experiencia docen- 
te, de normas justas y eficaces para mejorar la enseñanza. 
Todo esto fue reiterado en el debate que tuvo lugar en la 
Cámara de Representantes y ratificado por el CODICEN en el 
memorándum que remitió a cada una de las Cámaras. 


No puedo ignorar -ya que estaba sentado en este mismo 
Cuerpo cuando tuvo lugar el hecho- que quien fuera el mayor 
impulsor de esta Ley aprobada cn 1935, el doctor Martín 
Echegoyen, en 1972 criticó su funcionamiento. Pero no sería 
ecuánime si no expresara que, efectivamente, cuando se se- 
guía aquella forma de elección de las autoridades de la Ense- 
ñanza Secundaria, se produjeron hechos censurables, que des- 
prestigiaron al sistema. Todo esto fue mencionado tanto en 
Comisión como en Sala. Se llegó a hacer de esto una acción 
política permanente, a pesar de que la elección era una cues- 
tión circunstancial, una posibilidad que debían emplear los 
docentes en determinadas situaciones. Sin embargo, se consti- 
tuyeron organizaciones que eran verdaderos partidos políticos 
dentro de la enseñanza, y eso no fue bueno, Pero no por ello 
se puede decir que la ley es mala. A nuestro juicio, bastaría 
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con establecer que estas entidades no pueden tener carácter 
permanente para que se corrigicra Cn los hechos esta anoma- 
lía. 


De lo contrario, señor Presidente, habría que suponer que 
cuando las instituciones son alcanzadas por ciertos vicios, hay 
que eliminarlas. Por ejemplo, cuando la democracia es mina- 
da por la enfermedad de la demagogia, hay que climinar, no 
la demagogia sino a la democracia; cuando en un régimen 
como el que hemos tenido en nuestro país, de sufragio, hubo 
fraude, habría que haber eliminado el sufragio porque se pro- 
duce fraude. Lo que hay que eliminar es el fraude, no el 
sufragio, obviamente. 


Frente a tan elementales razones sigo creyendo cn las vir- 
tudes del sistema de la elección de los docentes, de sus repre- 
sentantes en sus cuerpos directrices de la enseñanza, pese a 
los vicios que se pueden haber generado en la época de vigen- 
cia de la Ley de 1935. 


Hay antecedentes más cercanos, que voy a citar ligcra- 
mente, no a todos, porque insumiría mucho tiempo. Los voy a 
enumerar lo más sintéticamente posible, incluyendo, natural- 
mente, los del doctor Echegoyen. El legislador Amén Pisani 
establecía en 1959 para el Consejo de Primaria, dos miembros 
electos por el Magisterio y en todos los casos 10 años de 
antigiiedad. El informe fue firmado por Enrique Martínez Mo- 
reno, José Giosa, Modesto Burgos Morales y Santiago Rom- 
pani, con algunas salvedades, que no iban a la esencia del 
texto. 


El señor representante Santos Gómez, por Tacuarembó, 
señalaba en el proyecto que dos miembros debían ser elegidos 
por el Magisterio, refiriéndose al Consejo de Primaria. El 
señor Albérico Passadore y el señor Ariel Cailorda presenta- 
ron un proyecto similar. El doctor Aldo Ciasullo, representan- 
te por Montevideo, establecía un Consejo de tres miembros 
elegidos por los maestros para gobernar Primaria. 


Un proyecto parecido presentaba en 1954 el doctor José 
Pedro Cardoso, con tres miembros electos por los maestros 
para el Consejo de Primaria. Hay un proyecto para UTU, que 
establecía un Consejo Autónomo elegido por el profesorado, 
firmado por los ex senadores Ledo Arroyo Torres, Ramón F. 
Bado y Francisco Forteza. En 1970, el recordado Manuel Flo- 
res Mora, proponc, frente a la crisis que vivía la Enseñanza, 
una autoridad de emergencia clecta, también, por el personal 
docente. 


Quicre decir, que han habido hombres importantes en la 
vida nacional, que se han sentado cn este Partamento, que han 
sostenido la pertinencia de la elección por parte del cuerpo de 
profesores o docentes en general, 


Se ha manifestado por parte de los integrantes del 
CODICEN y también por algunos señores legisladores que no 
debe confundirse la autonomía técnica de funcionamiento, 
con el acto de elección de las autoridades. Los Entes Autóno- 
mos que reconoce nuestra Constitución son realmente 
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autónomos y, los elige el poder político, porque son autóno- 
mos en la función que ejercen, 


Me atrevo a sostener, señor Presidente, que no es lo mis- 
mo, porque así lo establece la Constitución de la República y 
aquí, por lo menos, se deja abierto un camino, El constituyen- 
te no incluyó a Jos organismos de enseñanza en el artículo 
187, pese a reconocerles condición de Entes Autónomos. Indi- 
có en dicho artículo que no debían de ser de carácter electivo, 
sino designados los Directorios de los Entes Autónomos y Jos 
Directores Generales por el Presidente de la República, ya que 
son los que se refieren a los órganos de la actividad industrial 
y comercial del Estado. 


El artículo 202, que se refiere a la Enseñanza y el artículo 
187 que menciona a los Directorios de los Entes comerciales e 
industriales, se encuentran en Capítulos aparte. Esto quiere 
decir que existe una evidente intención del legislador de dis- 
tinguir entre Jos Entes comunes y los de la Enseñanza. Reitero 
que se encuentran en un artículo y en un Capítulo distinto de 
la Constitución. Allí se establece que “la Enseñanza Pública 
Superior, Primaria, Secundaria, Normal, Industrial y Artística, 
serán regidas por uno o más Consejos Directivos Autónomos. 
Establece que tales Consejos serán designados o electos en la 
forma que establezca la ley sancionada”. Indica que serán 
designados o electos, pero en cambio no dice que los otros 
también podrán ser electos. No es lo mismo manejar los recur- 
sos del Banco de la República que hacerlo con los recursos 
humanos, que constituyen la base fundamental de la vida so- 
cial y la esperanza más firme del porvenir, en la medida que 
se sepan administrar estos servicios. No es lo mismo dirigir 
los servicios de alumbrado eléctrico o los de agua corriente o 
servicios pesqueros, que la tarea de formar hombres. Es muy 
distinto, señor Presidente. No estamos considerando la admi- 
nistración de elementos materiales, ci dinero, el producto in- 
dustrial, o cosa similar. Lo que poseemos es la formación de 
los hombres que han de integrar la sociedad uruguaya. Se trata 
de una tarea muy distinta que justifica plenamente la forma en 
que cl constituyente distinguió e indicó al legislador que en el 
caso de la Enseñanza podría llegar a la elección de sus miem- 
bros. 


Tuve el honor de compartir todos estos criterios en la 
discusión de 1972 con un prestigioso legislador, abogado y 
maestro, que hoy no integra el Senado, pero que sigue mili- 
tando en la vida social y política de la República. Me estoy 
refiriendo al doctor Amílcar Vasconcellos, con quien compar- 
timos plenamente todos estos enunciados que estoy señalando, 
como principios rectores para la Enseñanza del país. 


Frente a la tesis que he indicado, en cuanto a que la auto- 
nomía radica en el funcionamiento del organismo y nada tiene 
que ver con la elección, me permito leer unos breves párrafos 
contenidos en el libro “Los Entes Autónomos” del profesor 
Julio A. Pratt. “Jurídicamente descentralización significa ac- 
ción de descentralizar y descentralizar es sacar de un centro 
determinados poderes para distribuirlos en otros centros. Tie- 
ne, pues, un contenido muy concreto”. Más adelante scñala 
que “habitualmente se enfoca la centralización y descentrali- 
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zación referidas, exclusivamente en función administrativa, 
pero es evidente que ambas pueden alcanzar a todas las fun- 
ciones estatales. En este sentido la idea de descentralización 
puede alcanzar las bases mismas de la formación del Estado”. 


Se ha dicho, sin embargo -lamento hacer esta alusión polí- 
tica que si alguien quiere, contestará en el momento oportuno- 
que no hay peligro de que por el hecho de ser designado por el 
Poder Ejecutivo, pueda haber interferencia política. En estos 
últimos cinco años hay un episodio lamentable, donde un 
miembro de un Consejo llegó al Palacio Legislativo para reu- 
nirse con la bancada política de su Partido, nada más ni nada 
menos que para analizar cómo se hacía un programa de histo- 
ría. Este es un ejemplo claro de cómo este sistema de elección 
y la vinculación con el poder político puede llevar a hechos 
casi bárbaros, que entiendo debían haber sido superados por la 
evolución natural del país. 


Quisiera no sólo exponer mi pensamiento sino, también, 
acudir a la opinión, por ejemplo, de Vaz Ferreira cuando dice 
que “no obstante puede afirmarse sin riesgo de error -y aquí 
radica lo fundamental- que hubo un punto sobre el cual recayó 
acuerdo unánime -se está refiriendo a la Constitución de 
1918- ya que siempre se entendió que la finalidad primordial 
básica que determinó el constituyente al consagrar en el ar- 
tículo 100 la autonomía de los organismos de la enseñanza, 
fue librar la actividad funcional de dichos organismos docente 
y administrativa, de la influencia de la penetración política 
del Poder Central”. 


Estamos en buena compañía, señor Presidente -nada me- 
nos que la del maestro Vaz Ferreira- cuando defendemos estas 
ideas. 


Hay hombres que actualmente participan en la vida doccn- 
te del país y que ocupan cargos prominentes en la dirección 
de los servicios de la enseñanza y que han pensado lo mismo. 


En cl año 1972, cuando se discutió este tema, los sectores 
del Movimiento Por la Patria y del Movimiento de Rocha te- 
níamos una alianza muy estrecha. Las palabras que pronuncié 
aquella noche -y a las que di lectura hace unos momentos- 
fueron dichas cn representación de los dos grupos políticos y, 
naturalmente, compartidas por los legisladores que integraban 
las dos bancadas que actuaron siempre unidas durante ese 
período. Preocupados por cl tema, Wilson Ferreira y quien 
habla, le pedimos a un hombre destacado de la enseñanza que 
nos redactara un proyecto de ley sustitutivo del que había 
enviado el Poder Ejecutivo. Esto se concretó y en cl artículo 
26 de esa iniciativa se expresa que el Consejo de Enseñanza 
Secundaria estará integrado por cinco miembros y después de 
decir que dos de ellos serán designados por el Presidente, con 
venia de la Cámara de Senadores, otorgada sobre propuesta 
motivada, etcétera, agrega que tres de los cinco serán designa- 
dos por el personal docente dependiente del Consejo, Es decir 
que aquí se establecía el principio de la elección para tres de 
los cinco miembros. Este proyecto fue elaborado por el actual 
Presidente del CODICEN, el profesor Juan Pivcl Devoto. 
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Otra tesis que manejó el CODICEN dice que quienes ga- 
nan las elecciones tienen el derecho a dirigir la enseñanza. 
Ello me parece un profundo y peligroso error, más allá de 
que, precisamente, hoy mi Partido esté en el poder, pues no es 
eso lo que debemos tener en cuenta. Por el contrario, lo que 
debemos considerar es si es adecuado que quien gana las 
elecciones tiene derecho a gobernar la enseñanza. Creo que sí 
tiene derecho a gobernar el país en sus términos generales y 
en el marco que señala la Constitución de la República, Prc- 
gunto, señores senadores, ¿qué pasaría si admitiéramos esta 
posición? Por ejemplo, ¿cuando cada cinco años se produjeran 
los cambios de gobierno estaríamos también cambiando la 
organización y los planes de la enseñanza y alterando sus 
finalidades? Los valores de la enseñanza no son de ningún 
gobierno ni de ningún poder político, sino de la socicdad 
entera; son valores no circunstanciales para un período de 
gobierno, sino que lo son permanentes y deben ser custodia- 
dos por toda la sociedad, ya que van más allá de un período de 
gobierno y, a veces, trascienden la vida de una, dos, tres, 
cinco O diez generaciones. Se trala, pues, de valores funda- 
mentales para la coexistencia y, sobrepasan el tiempo de cual- 
quier gobierno. 


Pienso que es peligroso, además, que los gobiernos se atri- 
buyan, por el hecho de ser clectos popularmente, nada más ni 
nada menos que el derecho de regir y de imponer sus ideas en 
materia de enseñanza, porque consideramos que ello termina- 
ría por vulnerar el otro gran principio que todos queremos 
defender y sobre el que tanto ruido se suele hacer -muchas 
veces con razón y a veces sin ella- que es el de la laicidad en 
la enseñanza. Sin autonomía, no hay laicidad. A la laicidad 
hay que defenderla, fundamentalmente, de los malos profeso- 
res que se valen, algunas veces -más o menos subrepticiamen- 
te- de su superioridad intelectual y de la condición privilegia- 
da de enfrentarse a una clase para pretender sembrar sus ideas 
en la mente de los jóvenes. ¡Censurable actitud, señor Presi- 
dente! ¡Inadmisible actitud! Pero tan inadmisible como la vio- 
lación de la laicidad es que los gobiernos -y no me refiero a 
éste- pretendan que la penetración política venga desde sus 
alturas. Tanto una como otra forma, son violaciones de la 
laicidad. 


Lamentablemente, no dispongo de tiempo como para refe- 
rirme a las expresiones que vertí sobre este punto en el año 
1972 y a la afirmación rotunda y categórica que en una inte- 
rrupción señaló -de la manera como él sabía decirlo- nada 
menos que Wilson Ferreira Aldunate. Seguimos estando en 
buena compañía cuando esta noche sostenemos estas ideas. 


Después de habernos referido al pensamiento de hombres 
de otra época, pienso que deberíamos hacer mención a lo que 
al respecto dicen algunas personalidades que se destacan ac- 
tualmente. Vamos a ver, entonces, lo que han expresado ante 
ta Comisión de la Cámara de Diputados algunos de los aclua- 
les miembros de los Consejos de Enseñanza. 


Por ejemplo, el señor Ameíla, integrante del Consejo de 
Educación Técnico Profesional, dice que no está de acuerdo 


26 de Junio de 1990 


con el proyecto cn lo que refiere a las exigencias para ocupar 
estos cargos. Y agrega que dichos candidatos deben haber 
ejercido la docencia oficial en carácter efectivo por un lapso 
no menor de 10 años, pues cree éste es un tiempo razonable 
para que un profesional pueda tener conocimiento efectivo de 
la educación y de la enseñanza. 


Otro integrante, la Directora General del Consejo de Ensc- 
ñanza Secundaria, profesora Cantonnet, expresaba “que estaba 
bien solicitar que quienes ocupen cargos electivos tengan una 
experiencia, en este caso docente, de diez años y que se re- 
quiera, también, contar con título docente”. Y agrega que “si 
bien el país -y este argumento viene bien para lo que hizo cl 
CODICEN- ticne grandes ejemplos de hombres que llevaron 
adelante instituciones de enseñanza sin tener título docente -el 
primer caso sería el de Varela y luego hubo muchos otros- lo 
cierto es que estamos en 1990 y hoy la sociedad está altamen- 
te tecnificada y necesita de técnicos solventes y de títulos que 
lo acrediten”. 


He querido traer estas opiniones para mostrar, como desde 
Varela hasta nosotros, hay en gran parte de los educadores del 
país una continuidad en el tema de la autonomía y en el de 
que la dirección de la vida docente tiene que ser ejercida, 
precisamente, por los docentes, 


Entiendo que para afirmar el prestigio de nuestra enscñan- 
za -lo que cs imprescindible- tenemos que preservar intangi- 
bles los principios de la autonomía y de la laicidad. En esto 
podría sintetizar mi pensamiento, pero deseo expresar algo 
más. 


En algún grado, hoy estamos viviendo una situación simi- 
tar a la de 1972, aunque sin el dramatismo de entonces. 


Pero, desde el año 1972 la enseñanza pública de nuestro 
país ha sufrido un retroceso alarmante y ello nos obligaría a 
esmerarmos profundamente, en este momento, en que vamos a 
elaborar parte de la legislación que cn el futuro va a regir. 


En 1972, existía una profunda crisis en la enseñanza; luc- 
go vino el régimen de facto que en lugar -como seguramente 
se lo quiso proponer- de conjurar esa crisis -proclamó que la 
conjugaría- envileció el sistema de enseñanza a través de una 
violación permanente del principio de la autonomía, permi- 
tiendo toda clase de arbitrariedades. Los verdaderos rectores 
de la enseñanza cran -muchas veces- los Jefes de Policía y los 
Jefes de los Cuarteles. En la época de facto la enseñanza tocó 
fondo, pero la crisis económica que actualmente la alligo tam- 
bién la está llevando a situaciones que nos provocan profunda 
alarma. Hoy en día los sueldos docentes son absolutamente 
inadecuados y con esto no estoy enjuiciando, naturalmente, la 
acción de este Gobierno. 


Todas éstas son las consecuencias de la forma en que ha 
sido tratada la enscñanza a través de los presupuestos que 
votamos y que estudiamos en la Legislatura anterior y en las 
Rendiciones de Cuentas correspondientes. 
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Nunca existieron recursos suficientes para la enseñanza y 
por eso ésta está a cargo de docentes que tienen que ejercer la 
docencia y cualquier otra forma de “changa” para poder so- 
brevivir, concurriendo a clase no con el entusiasmo de cum- 
plir la función trascendente de la enseñanza sino con la deses- 
peración de las carencias que están viviendo en sus hogares. 


Existe falta de material didáctico porque no hay dinero; 
tampoco hay higiene porque no existe dinero, no se limpian 
los centros de enseñanza porque no hay dinero para limpiar- 
los, Hace pocos días señalé el ejemplo de escuelas con 200 
niños que recibían la suma de N$ 3.000 mensuales para el 
rubro de limpieza y, además, para ello utilicé documentos 
oficiales que tenía en la mano. 


Además, señalo que la unificación de los servicios que se 
produjo bajo la vigencia de este CODICEN que en lugar de 
descentralizar, centralizó los servicios de todos los organis- 
mos de enseñanza, ha hecho que hoy no funcionen. A modo 
de ejemplo, podemos decir que se rompen los vidrios y per- 
manecen muchos meses rotos, penetrando cl frío y todas las 
inclemencias del tiempo que deben sufrir los niños; éstos de- 
ben ir a baños sin cisternas porque no hay forma de repararlas 
y, concurren a locales que se llueven porque no hay dinero 
para repararlos. 


De esta forma, la escuela pública, la escuela de Varela, la 
escuela de nuestro orgullo, es hoy la escucla sólo de los más 
pobres, de los desesperados, de los que no tienen los medios 
para remediar sus carencias. Asimismo, la clase media de este 
país, gente con apremios económicos busca de cualquier for- 
ma obtencr los recursos que le permitan mandar a sus hijos a 
la escuela privada que hoy en día es superior a la pública, 
Esto constituye una verdadera aberración y debería herir los 
sentimientos más profundos de quienes algo hemos 
tenido que ver -estoy seguro que hiere a todos los señores le- 
gisladores- en el hecho de que la enseñanza del Estado, la 
enseñanza pública sea hoy una “Cenicienta”, algo de lo que 
huyen dos padres porque prefieren entregar sus hijos a gente 
sin especialización -como sucede muchas veces en la ense- 
ñanza privada- para que los cduquen en lugar de enviarlos a 
esos centros de carencias, de toda índole, que constituyen los 
centros de enseñanza pública que actualmente tiene el Uru- 


guay. 


Observo que finaliza mi tiempo pero, tendría el pensa- 
miento de grandes educadores de hoy para volcarlos en favor 
de mis tesis. Sin embargo, digo finalmente que este proyecto 
de ley -como tantas otras cosas cn materia de enseñanza en 
los últimos tiempos- está signado por una especie de filosofía 
del tenor; se tiene el temor permanente a que los docentes 
violen la laicidad, y para que ello no ocurra desde abajo se 
dan los instrumentos para violarla desde arriba. Creo que esto 
es mucho más peligroso, señor Presidente. Además, cste te- 
mor me parece inconciliable con la vigencia y el amor que 
todos sentimos por la democracia; este es un sistema que no 
puede tener temores; los hombres que actúan en la democra- 
cia no tienen que temer a la confrontación de las idcas a 
menos que los hombres formados en la libertad abjuren de 
cla. 
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En estos últimos días se ha señalado la actitud de algunos 
señores legisladores que han visitado algún centro de enscñan- 
za -no deseo finalizar mi exposición sin referirme a este he- 
cho- como una violación del principio de laicidad. No tengo 
pruebas para afirmar si la violaron o no, pero sé sí que los 
legisladores tienen el derecho de concurrir a los centros de 
enseñanza a cfectos de comprobar la necesidad de éstos, así 
como también tienen derecho a concurrir a un centro de Salud 
Pública, por ejemplo, a efectos de observar cómo se trata a los 
enfermos, en su calidad de representantes del pueblo aunque, 
naturalmente, con la autorización correspondiente de la auto- 
ridad pertinente, o sea, la que actúa en el local en nombre del 
Estado. Asimismo tiene el deber no sólo de conocer las caren- 
cias sino de ayudar a resolverlas de alguna manera, y no para 
realizar proselitismo político porque ello está reñido con cese 
principio sagrado de la laicidad. 


He señalado, señor Presidente, que ésta es la tarea más 
trascendente que tiene la sociedad: la de formar hombres li- 
bres, los que no se forman por ninguna clase de adoctrina- 
miento, sino practicando las libertades, otorgándoles los me- 
dics elementales -y esa es la tarca de los educadores- para que 
ellos mismos puedan encontrar la verdad que han de sostencr 
en materia religiosa, filosófica, política, artística o en cual- 
quier otra, como culminación y dignificación de la vida hu- 
mana, 


No deseo terminar mi exposición del día de hoy -aunque 
tendría mucho más para decir- sin evocar las palabras de un 
legislador cuyas intervenciones suelo leer porque fue el hom- 
bre que me abrió los ojos a la vida política. Me refiero, a 
Javier Barrios Amorín, quien en un debate como éste manifes- 
taba: “La formación de buenos ciudadanos se logra por medio 
de la enseñanza, pero fundamentalmente con el ejemplo de 
los educadores y de los gobernantes. Una democracia es bue- 
na o mala según sea la calidad de sus ciudadanos; con malos 
ciudadanos el destino de la democracia fracasará; con buenos 
ciudadanos la democracia puede triunfar, Al ciudadano se le 
educa en los centros de enseñanza por obra del macstro o cel 
profesor y en la vida pública con el ejemplo de los gobernan- 
tes. La Constitución de la República establece que en los 
centros de enseñanza debe ser preocupación fundamental, an- 
tes que nada, formar el carácter cívico de los educandos. En la 
escuela, en la universidad, en el liceo, lo más importante para 
la Constitución y para la República, no es formar hombres 
muy ilustrados: es formar buenos ciudadanos; porque de eso 
depende, en última instancia, la suerte de la República”. 


He finalizado, señor Presidente. 
9) INTEGRACION DE COMISIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de conceder la palabra al 
señor senador Millor, la Presidencia debe informar que de 
acuerdo a las consultas que reglamentariamente proceden y 
que fueron realizadas por las distintas bancadas, la Comisión 
Investigadora designada por este Cuerpo a solicitud del señor 
senador Blanco ha quedado integrada por los señores senado- 
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res Santoro, de Posadas Montero, Pereyra, Jude, Cigliuti, Cas- 
sina y Araújo. 


10) DELEGACION DE LA ESCUELA MILITAR QUE 
VISITARA LA REPUBLICA ARGENTINA CON 
MOTIVO DE PARTICIPAR EN LOS ACTOS DE 
CELEBRACION DEL 174%? ANIVERSARIO DE LA 
DECLARACION DE INDEPENDENCIA 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor scna- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - El Poder Ejecutivo ha enviado un 
proyecto de ley mediante el cual se procede a autorizar la 
salida del país de una delegación de la Escuela Militar, inte- 
grada por un señor Oficial, 28 Cadetes y 2 integrantes del 
personal subalterno, la que incluye banderas, escoltas y una 
sección de desfile, Esta delegación visitará la República Ar- 
gentina en el período comprendido entre el 7 y el 10 de julio 
inclusive, a efectos de participar en los actos de celebración 
del 174? aniversario de la Declaración de Independencia del 
vecino país, a llevarse a cabo el 9 de julio del corriente. 


Como existe urgencia en proceder a votar este proyecto, 
nos permitimos mocionar para que este tema se declare urgen- 
te y se trate de inmediato. Á su vez, solicito de la amabilidad 
de los señores senadores a efectos de que otorguen su voto, lo 
que facilitará la aprobación del mismo y pueda ser enviado a 
la Cámara de Representantes, obteniendo de esa forma la san- 
ción definitiva. 


Hemos consultado con los miembros de la Comisión de 
Defensa Nacional que están presentes en Sala y nos han mani- 
festado que están de acuerdo con nosotros respecto al criterio 
sustentado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración la moción for- 
mulada por el señor senador Santoro en el sentido de que se 
declare urgente la consideración del proyecto de ley al que se 
ha hecho referencia. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa, UNANIMIDAD, 

Se pasa a considerar el asunto cuyo tratamiento fue decla- 
rado urgente: Proyecto de ley que autoriza la salida de una 
delegación de la Escuela Militar para concurrir a la celebra- 


ción del 174* aniversario de la Declaratoria de Independencia 
de la República Argentina. (Carpeta N* 217) 


(Antecedentes:) 


26 de Junio de 1990 


“PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Defensa Nacional 
Montevideo, 26 de junio de 1990. 


Señor Presidente de 
la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a efectos de someter a su consideración, atento a lo dispuesto 
en el numeral 12 del artículo 85 de la Constitución de la 
República, el proyecto de ley adjunto por el que se autoriza la 
salida del país de una delegación de la Escuela Militar, inte- 
grada por un señor Oficial, veintiocho Cadetes y dos Personal 
Subalterno, la que incluye Banderas, Escoltas y una Sección 
de desfile, quienes visitarán la República Argentina en el pe- 
ríodo comprendido entre cl 7 y el 10 de julio inclusive a 
efectos de participar en los actos de celebración del 174” ani- 
versario de la Declaración de la Independencia del vecino 
país, a llevarse a cabo el 9 de julio del corriente. 


La concurrencia al referido evento, responde a una invita- 
ción cursada por el Ejército Argentino y permitirá acrecentar 
los lazos de hermandad existentes entre los países latinoame- 
ricanos, habida cuenta de que participarán en el mismo, repre- 
sentaciones de los Ejércitos de la República Federativa de 
Brasil, Repúblicas de Bolivia, Chile y Paraguay. 


Cabe destacar que la misma no ocasionará gastos al Esta- 
do, pues incluye alojamiento y alimentación, quedando a car- 
go del Ejército uruguayo los gastos por traslado. 


Saluda a usted con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Mariano R. Brito. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12. - Autorízase la salida del país de una delega- 
ción de la Escuela Militar, integrada por un señor Oficial, 
veintiocho Cadetes y dos Personal Subalterno, incluyendo 
Banderas, Escoltas y una Sección de desfile, quienes visitarán 
la República Argentina en el período comprendido entre cl 7 y 
el 10 de julio inclusive a efectos de participar en los actos de 
celebración del 174? aniversario de la Declaración de la Inde- 
pendencia del vecino país a llevarse a cabo el 9 de julio del 
corriente. 


Art. 2%. - Comuníquese, publíquese y archívese. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Mariano R. Brito”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión general. Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-25 en 25, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 


VARIOS SEÑORES SENADORES. - Mocionamos en el 
sentido de que se suprima la lectura del único artículo de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 
(Texto del artículo cuya lectura fue suprimida:) 


“ARTICULO 1*, - Autorízase la salida del país de una 
delegación de la Escucia Militar, integrada por un señor Ofi- 
cial, veintiocho Cadetes y dos Personal Subalterno, incluyen- 
do Bandcras, Escoltas y una Sección de desfile, quienes visi- 
tarán la República Argentina en el período comprendido entre 
el 7 y el 10 de julio inclusive a efectos de participar en los 
actos de celebración del 174* aniversario de la Declaración de 
la Independencia del vecino país a llevarse a cabo el 9 de julio 
del corriente”. 


-En consideración el único artículo del proyecto. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado en gencral y en particular el proyecto de 
ley que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


11) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Con la anuencia de los distintos 
sectores aquí representados, voy a proponer que la sesión de 
hoy -en el caso de que no se hubiere agotado el tema- se 
levante a las 21 y 30 minutos en régimen de cuarto intermedio 
hasta cl día de mañana a las 17 horas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración la moción de 
orden formulada por el señor senador Ricaldoni. 


Si no se hace uso de la palabra, sc va a votar. 
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(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
12) CONSEJOS DE ENSEÑANZA 


SEÑOR PRESIDENTE, - Continúa la discusión del pro- 
yecto de ley por el que se modifica la Ley N* 15,739 sobre 
integración de los Consejos de Enseñanza. 


Tiene la palabra el señor senador Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Adelantamos que vamos a votar afir- 
mativamente este proyecto para la designación de las autori- 
dades de la Enseñanza, en función de dos argumentos. En 
primer lugar, por razones de oportunidad y, en segundo lérmi- 
no, porque entendemos que este proyecto que es tremenda- 
mente perfectible -porque tiene sus imperfecciones- significa 
la concreción de una serie de normas que implican un avance 
concerniente a la Ley N* 15.739 y, sobre todo, grandes mejo- 
ras con respecto al primer proyecto remitido por el Poder 
Ejecutivo al Poder Legislativo. 


Decíamos que íbamos a votar este proyecto por razones de 
oportunidad porque consideramos que es una instancia transi- 
toria impuesta por el carácter provisorio de la Ley N* 15,739 
y porque el Poder Ejecutivo ha anunciado el envío de una ley 
definitiva para regir la enseñanza. Esto debería llevarse a cabo 
en el correr del presente año. Por todo esto hemos optado por 
un vía más rápida que permita, en un plazo breve, la designa- 
ción de autoridades de la Enseñanza que, en este año tan 
particular y en circunstancias tan excepcionales, puedan ela- 
borar a tiempo un Presupuesto, tan necesario en estos momen- 
tos. Si en algo coincidimos con la excelente exposición que 
nos precediera es, justamente, con las carencias que tiene 
nuestra enseñanza. Para solucionar este problema creemos que 
es necesaria la concreción rápida del Presupuesto, cosa que 
veo muy difícil si continúa dilatándose la designación de las 
autoridades del CODICEN. 


No obstante las imperfecciones que consideramos tiene 
este proyecto y que son pasibles de mejoras, vemos que se 
realizan avances en lo concerniente a la Ley N* 15.739. A 
través de la discusión que se ha dado por los integrantes de las 
diferentes bancadas, se han logrado grandes cambios en torno 
al primer proyecto del Poder Ejecutivo. La Ley N* 15.739 
tenía una ventaja sobre este proyecto de ley porque establecía 
que los cinco integrantes del CODICEN debían tener expe- 
riencia docente de por lo menos diez años. En ese sentido, 
nuestra bancada, tanto en Comisiones como en el Plenario, se 
ha manifestado defensora de la experiencia en la enseñanza a 
los efectos de poder conducirla. 


Sin embargo, esa Ley tenía un defecto que este proyecto 
de ley logra subsanar, que era la desconcxión que se daba 
entre el CODICEN y las diferentes áreas de la enseñanza 
uruguaya. El hecho de que no se estableciese preceptivamente 
en el CODICEN la presencia de representantes de la Universi- 
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dad del Trabajo, de Secundaria y de Primaria podía llevar a la 
hipótesis, que lamentablemente sucedió en los pasados cinco 
años, de que un CODICEN integrado por las personalidades 
más destacadas de este país tuviese cel gran defecto de no 
contar entre sus integrantes con ningún miembro de las distin- 
tas áreas específicas de la docencia. En el pasado quinquenio, 
el CODICEN no contó con ningún integrante que dominase 
un área tan particular y difícil de conocer como es la Univer- 
sidad del Trabajo del Uruguay. Por estas razones, sucedieron 
las cosas por todos conocidas que jugaron en perjuicio de una 
de las ramas de la enseñanza -en lo personal y en lo colectivo, 
nuestra bancada realiza su mayor apuesta- que en la actuali- 
dad se denomina Enseñanza Técnico-Profesional y nosotros 
preferimos nombrarla como antes, O seca, Universidad del Tra- 
bajo del Uruguay. 


Podríamos concebir un CODICEN que, aunque excelente- 
mente integrado, no contara con ningún miembro con expe- 
riencia en el área de la Enseñanza Primaria o Secundaria, Si 
algo caracteriza a las diferentes ramas de la enseñanza de este 
país es su especialización y particularidades que conducen a 
la circunstancia de que una persona que se haya dedicado a la 
enseñanza en una de sus áreas no tenga el más mínimo cono- 
cimiento de las otras áreas. Ese es el gran defecto que tenía la 
Ley N* 15.739. 


Entendemos que el proyecto que ahora vamos a votar con- 
tienc una serie de mejoras con respecto al primer proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo al Parlamento. Este establecía 
que los cinco integrantes del CODICEN debían tener diez 
años de antigiiedad en la enseñanza o cinco años en el caso de 
contar con un título universitario. Se podrá argumentar que 
este proyecto establecía la obligación de que todas las autori- 
dades de ese Consejo debían tener experiencia en la enscñan- 
za. Pero hay algo que a nosotros nos irritaba particularmente y 
era esa especie de elitismo universitario que se trataba de 
imponer, cuando se trasmitía a través del Mensaje, que el 
propio articulado implicaba, la sensación de que cualquier 
estudio universitario equivalía a cinco años de experiencia en 
la docencia. Esto no lo compartimos ni lo comprendemos. En 
lo personal, tenemos el orgullo de ostentar un título universi- 
tario, pero no consideramos que el mismo por sí y ante sí nos 
otorgue una experiencia de cinco años en cualquiera de las 
ramas de la enseñanza. 


Ya dije que ese proyecto tenía una ventaja porque exigía a 
todos los integrantes una experiencia en la docencia, pero, 
repito, que existía una suerte de elitismo universitario que 
podía resultar irritante para los docentes y que, además, no se 
justificaba ya que considero que el hecho de ser arquitecto, 
abogado o ingeniero, no habilita para conocer la enseñanza 
más que un docente que efectivice diez años de experiencia, 


Otro defecto que le veíamos a este primer proyecto, es que 
cuando se refería a la enseñanza, no se especificaba de qué 
tipo era. Al tenor de la ley podía ser tanto pública como 
privada. 


Nosotros tenemos un gran respeto por la enseñanza priva- 
da y no desconocemos los aportes que ha realizado al queha- 
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cer docente de este país; pero seguimos entendiendo que debe 
ser prioridad de los poderes públicos -en especial del Parla- 
mento nacional- el defender y priorizar la enseñanza pública 
en este país. Por tanto, sin desconocer los aportes de la ense- 
fianza privada, nosotros entendíamos que era un desatino que 
esa experjencia que se requería para las autoridades de la 
enseñanza, pudiera darse -inclusive para los cinco miembros 
del CODICEN- pura y exclusivamente en la enseñanza priva- 
da. No concebíamos que la dirección de la enseñanza pudiese 
llegar a cacr, a través de la interpretación de la ley, en manos 
de quienes sólo habían tenido experiencia a nivel privado. Por 
el contrario, considerábamos imprescindible que esa experien- 
cia se hubiese adquirido en el nivel público. 


Entiendo que este proyecto de ley tiene sus ventajas cn 
relación a la Ley N* 15.739 y al primer proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo. En ese sentido, éste tampoco establecía, en 
forma preceptiva, la representación de las diferentes áreas de 
la docencia en la máxima autoridad de la enseñanza. Éste 
proyecto de ley tiene características -me consta que ya han 
sido señaladas en Sala- que me voy a permitir enumerar nue- 
vamente, porque creo que allí están las mejoras que se intro- 
ducen. 


En primer lugar, este proyecto de ley establece que para la 
mayoría de las autoridades -3 en 5- se va a requerir 10 años de 
experiencia docente en la enseñanza pública. Hacemos hinca- 
pié en este punto de que la experiencia debe haberse realizado 
en la enseñanza pública. 


En segundo término, este proyecto establece -lo que a mi 
juicio es un gran avance- la representación preceptiva de tos 
tres Consejos Desconcentrados en el seno del CODICEN. 
Consideramos que ello va a evitar uno de los grandes defectos 
que propiciaba' la Ley N* 15.739, que lamentablemente sc 
dieron en el quinquenio pasado. No se podrá alegar, a partir 
de ahora, desconocimiento por parte de las autoridades del 
CODICEN de alguna de las áreas de nuestra enscñanza, pues- 
to que preceptivamente dentro de los 5 miembros del CODI- 
CEN deberá haber uno que haya realizado su experiencia do- 
cente en la Universidad del Trabajo, otro en el área de Prima- 
ría y un tercero, a nivel de Secundaria. 


Por otro lado, considero que con este proyecto de ley se 
trata de conciliar dos teorías, En este sentido -y lo digo con 
total sinceridad- hemos escuchado, tanto en Comisión como 
en el Senado, con sumo placer, exposiciones de una persona 
que, además de ser legislador, fue docente; y que tiene gran 
cariño y conocimiento de la docencia. Me estoy refiriendo al 
señor senador Pereyra. Hay una gran polémica en el país so- 
bre el tema de si es necesaria o no la experiencia como docen- 
te para poder dirigir la Enseñanza. En lo personal -y lo digo 
con total franqueza- preferiría una legislación que estableciese 
un mínimo de obligatoriedad de experiencia docente para diri- 
gir los órganos de la enseñanza. Pero no obstante csta post- 
ción de carácter personal, con total franqueza digo que tengo 
mis serias dudas en relación a los argumentos que en anibas 
teorías se exponen. Se nos ha dicho que ser un excelente 
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docente no necesariamente implica ser un buen administrador. 
Yo digo que es cierto; que el hecho de haber acreditado una 
excelente carrera en el ejercicio de la docencia, no implica 
necesariamente que ese excelente docente será un buen admi- 
nistrador; menos aún si tenemos en cuenta lo que es la compo- 
sición del CODICEN, en donde aquel que sea llamado a ocu- 
par el cargo de directivo, tiene que atender temas concernien- 
tes a la enseñanza, a la docencia, pero también aquellos que 
nada tienen que ver con el quehacer educativo, esto es, lemas 
jurídicos, contables, etcétera. 


Esta, señor Presidente, es una cuestión evidente, La estruc- 
tura del CODICEN así lo está indicando, porque de cada 4 
funcionarios que están en esa órbita, por lo menos uno no 
tiene vinculación alguna con la docencia. 


Obviamente, admito este argumento que se maneja de que 
un excelente docente no necesariamente implica un buen ad- 
ministrador de la docencia: pero ante él siempre me he hecho 
las siguientes preguntas. ¿Cómo sc logra dirigir la enseñanza 
si no se tiene la más mínima experiencia en ella? ¿Cómo se 
logra dirigir la educación primaria si no se sabe lo que es una 
escucla rural, si no se conocen los distintos contextos demo- 
gráficos, sociales y culturales, que en un país tan pequeño 
como éste están pautando diferencias regionales tan impresio- 
nantes como las que se dan? Qué poco tiene que ver, tanto en 
Enseñanza Primaria, como en Secundaria, o en la Universidad 
del Trabajo, lo que puede ser el casco urbano de Montevidco 
con lo que pueden ser las zonas del interior de la República; y 
qué poco tiene que ver, a su vez, lo que puede ser el contexto 
de las capitales de cada departamento con lo que es, ya no la 
zona rural sino las ciudades que no son capitales, con un 
número de habitantes un poco más reducido que el que tienen 
Éstas. 


Este país, siendo pequeño, ofrece matices muy vastos y 
ricos, pero nunca se logró comprender cómo se podía manejar 
o dirigir la enseñanza si no se tenía la más mínima expericn- 
cia en lo que cra, por lo menos, una de las áreas que la 
conforman. No obstante lo expresado y las dudas que manten- 
go al respecto, creo que esta experiencia que hoy le vamos a 
dar al país, merece ser transitada, porque a mi entender logra- 
mos complementar las dos teorías. Por un lado, la experiencia 
que consideramos indispensable para dirigir la enseñanza. 
Reitero que se trata de una experiencia calificada porque va a 
tener que estar presente en el CODICEN cada una de las áreas 
de las cuales se compone la enseñanza de nuestro país, esto 
es, Universidad del Trabajo, Enseñanzas Primaria y Secunda- 
ria. Precisamente, esto lo complementamos con la otra teoría, 
con la que establece que sería saludable para la enseñanza la 
presencia de políticos, en el buen sentido de la palabra; de 
estadistas, en todo el sentido de la expresión; de buenos admi- 
nistradores, de personas que se hayan especializado en la tarca 
específica de administrar un conjunto de personas y organis- 
mos. Estos verían compensada, o si se quiere, equilibrada, su 
falta de experiencia en la docencia, en este trabajo de equipo 
que tendrían que llevar a cabo las 5 autoridades del CODI- 
CEN, porque la carencia en cuanto al conocimiento de la 
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docencia de algunos, se vería compensada por la riquísima 
experiencia de los otros tres. A su vez, las carencias que como 
administradores podrían tener los 3 docentes, serían compcen- 
sadas por la sabiduría en materia administrativa de los 2 inte- 
grantes del CODICEN a los cuales no se les exija el requisito 
de la experiencia en la docencia. 


Pcro además digo, señor Presidente, que estos dos inte- 
grantes a los cuales no se les exige experiencia docente, no 
necesariamente no tienen que ser docentes, porque para que 
este organismo se pueda integrar la ley dice que la propuesta 
debe estar motivada en sus condiciones personales, en su re- 
conocida solvencia y acreditados méritos en los asuntos de la 
educación general, No se exige a los integrantes una experien- 
cia determinada de 10 años en el ejercicio de la docencia, 
pero se les exige cierta vinculación con ella, dado que para 
poder llevar a cabo la propuesta se exige una reconocida sol- 
vencia y también acreditados méritos en los asuntos de la 
educación general. Por lo tanto, no se trataría de personas que 
estuviesen ajenas a jo yue es el quehacer educativo de este 
país. 


En otro orden de cosas, teniendo en cuenta lo que fue cl 
debate en la Cámara Baja y también a nivel público, en torno 
a este proyecto de ley, sostengo, contrariamente a algunas 
afirmaciones que se han realizado, que éste no violenta la 
Constitución de la República. No lo hace porque el artículo 
203 establece con mucha claridad lo siguiente: “Los Consejos 
Directivos de los servicios docentes serán designados o elec- 
tos en la forma que establezca la ley”, etcétera. O sea que la 
Constitución de la República deja librado a los legisladores el 
decidir la forma en que las autoridades de la docencia deben 
ser designadas. Entonces, no vemos cómo puede sostenerse 
que este proyecto de ley -que los legistadores, en aras de un 
mandato constitucional, le dan a la República- puede estar 
violentando la Constitución. 


Por otra parte, señor Presidente, creo que esto no lesiona la 
autonomía. Respecto de este concepto -sobre cl que no hay un 
acuerdo respecto a en qué consiste o qué es lo que representa- 
creo que nada tiene que ver la forma en que se designan las 
autoridades de un organismo autónomo, con la autonomía cn 
sí misma. La Enseñanza será autónoma en la medida en que 
sus actos administrativos no puedan ser anulados, suspendidos 
o modificados por otro acto similar del poder central. En este 
sentido, los poderes jurídicos que tiene el CODICEN no se 
menoscaban por la forma de su designación. 


La forma de designación la establece la Constitución de la 
República, la deja librada a los señores legisladores y nada 
tiene que ver la autonomía en cuanto a sus decisiones, con la 
forma en que cestas autoridades son designadas. 


De esta forma, llegamos a lo que creo es el gran debate en 
torno a las autoridades de la enseñanza, que se refiere a la 
participación de los docentes en la elección de estas autorida- 
des. Porque una cosa es el hecho de que quienes dirijan la 
enseñanza deban ser o no docentes y otra totalmente distinta 
es si los docentes deben participar en la elección de aquellos 
que deben dirigir la enseñanza. 
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En este sentido -y lamento que el señor senador Pereyra no 
se encuentre en Sala- quiero destacar un gesto que sirve para 
ir conociendo a las personas en un mundo en el cual nos esta- 
mos acostumbrando a los golpes bajos y a las maniobras polí- 
licas que tratan de desacreditar o descalificar a una persona 
que tiene una posición distinta. 


Creo que el señor senador Pereyra ha tenido conmigo 
grandes coincidencias y discrepancias políticas. Algunas de 
ellas mucho tuvieron que ver con el futuro institucional del 
país, no obstante lo cual me veo en la obligación y siento la 
satisfacción de decir públicamente y de relatar un gesto que 
tuvo el señor senador hace unos tres o cuatro días. El Senado 
se habrá dado cuenta de que el señor senador Pereyra, en aval 
de su tesis, siempre ha sido un firme partidario de que los 
docentes intervengan en la elección de sus representantes. Esa 
tesis siempre la ha sostenido y ha traído a Sala una seric de 
antecedentes, a cual de ellos más ilustre, algunas leyes que 
este país tuvo y algunos proyectos de ley que algunos legisla- 
dores trataron de darle al país. Sin embargo, dicho señor sena- 
dor no mencionó uno, y a este hecho se debe mi reconoci- 
miento a un adversario político. Ahora que el señor senador se 
encuentra en Sala, le pido permiso para relatar esta anécdota, 
porque creo que estas cosas lc hacen bien al país. Pienso que 
al país le hace bien ver cómo pueden existir enfrentamientos 
políticos con altura. 


Hace pocos días el señor senador se comunicó conmigo 
diciéndome que en esa búsqueda de antecedentes que avala- 
ban su posición había encontrado una serie de proyectos de 
ley que no habían prosperado o que no se habían concretado. 
Entre esos antecedentes, en los cuales diversos legisladores 
trataban de que los docentes eligiesen con voto secreto y obli- 
gatorio a sus representantes, se encontraba uno del 15 de mar- 
zo de 1962 que llevaba la firma de un solo legislador, que era 
mi señora madre, la diputada Dora Cóccaro de Millor. Tengo 
el proyecto aquí y quiero destacar el gesto del señor senador 
Pereyra de una forma que creo me permite decir, a partir de 
ahora, que así da gusto discrepar, porque sometía a mi consi- 
deración el hecho de traer o no a Sala este antecedente. Mi 
contestación fue que si el antecedente existía, debía traerlo a 
Sala; y le agradecí un gesto desusado en este mundo en el cual 
nos vamos acostumbrando, repito, a los golpes bajos, sorpresi- 
vos y descalificantes. No me voy a olvidar nunca de las pala- 
bras que el señor senador Carlos Julio Pereyra me dijo en ese 
momento, pues me manifestó que esa consulta mc la hacía 
porque creía que todos aquellos argumentos que tuvieran al- 
guna vinculación con el ámbito familiar, no deberían, por 
razones éticas, lracrse al debate público. 


Insistí en que si el proyecto existía, debía mencionarlo. El 
señor senador Pereyra ha optado por no hacerlo pero no puedo 
dejar pasar este gesto de nobleza que agradezco públicamente, 
más allá de las discrepancias que podamos tener en este tema 
«que no son tantas- o en otros de mayor envergadura. 


Muchos legisladores en cl pasado -y fundamentalmente 
muchos docentes- han sostenido la necesidad de que los do- 
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centes elijan sus propias autoridades. Quicro aclarar lo si- 
guiente y deseo que quede constancia de ello, en nombre de la 
bancada de la Cruzada 94. No descartamos el hecho de que en 
el futuro los docentes elijan sus propias autoridades. No lo 
hacemos y eso ya lo dijo nuestra bancada de diputados en el 
momento en que este proyecto se trató en la Cámara Baja. Por 
esa razón me voy a referir a la intervención de un gran y 
joven docente que ha tenido que abandonar circunstancial- 
mente la docencia por haber sido electo diputado por la Cru- 
zada 94 en las pasadas elecciones. Me estoy refiriendo al 
Director de la Universidad del Trabajo del Uruguay, profesor 
Antonio Guerra. Respecto a este tema, que para mí es cl más 
importante de todos, de sí los docentes deben o no designar 
sus propias autoridades, el señor diputado Guerra establecía 
que nosotros, que somos partidarios de una representación de 
los docentes en la conducción de la educación, hemos acom- 
pañado este proyecto de ley en función de la calidad exigida 
para los miembros del Consejo Directivo Central y de los 
Consejos Desconcentrados y porque en esta oportunidad hc- 
mos entendido que el poder político libremente elegido por la 
mayoría de la ciudadanía tiene derecho de imprimir a través 
de las autoridades, una relación y coordinación entre lo que 


son las funciones de Gobierno y los organismos de la enseñan- . 


za. Proseguía el diputado Guerra manifestando lo que hoy 
dijimos -y reiteramos- de que cuando llegue el momento del 
análisis de una ley de fondo sobre los problemas educativos 
del país, será la oportunidad para considerar los mecanismos 
que hagan posible la participación de los docentes en la con- 
ducción de la enseñanza, con una forma de elección directa 
por parte de los respectivos Cuerpos docentes. Entonces, se 
puede ver que en algunos puntos no estamos tan lejos, porque 
nuestra bancada es partidaria de instrumentar algún mecanis- 
mo que posibilite la elección directa de los docentes como 
auloridades de la enseñanza. 


SEÑOR PEREYRA, - ¿Me permite una interrupción, sc- 
ñor senador? 


SEÑOR MILLOR. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: no quería inte- 
rrumpir el hilo de la disertación que está formulando el señor 
senador Millor, Tuvimos una conversación telefónica porque 
encontré un antecedente legislativo firmado por la señora ma- 
dre del señor senador. Pensé si debía tracrio a Sala o no, pero 
también creí que se podría interpretar que yo pretendía en- 
frentar cl pensamiento de aquella tegisladora con el del hoy 
señor senador Millor, que es su hijo. Preferí no traerlo, pese a 
la alta consideración y respeto que siento por la acción legis- 
lativa de la señora madre del señor senador Millor. 


El señor senador no tiene por qué agradecerme, ya que 
creo que esta debe ser la recíproca consideración que nos 
debemos los senadores. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- - 
dor Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Insisto en que lo he hecho debido a 
que se han operado cambios en las escalas de valores, no sólo 
en nuestro país, sino en el mundo entero; y eso hace que 
gestos que en el pasado tal vez fuesen moneda corriente, hoy 
sean de colección. Por lo tanto, una vez que nos encontramos 
ante un gesto de esta naturaleza, me veo en la obligación -y lo 
reitero ahora- de reconocerlo. 


Voy a lo siguiente: nuestra bancada, la Cruzada 94, ni en 
la Cámara de Representantes ni en el Senado descarta hoy eso 
por lo cual el señor senador Pereyra ha luchado siempre, por- 
que su posición ha sido muy coherente en el sentido de que 
los docentes elijan algunas de sus autoridades. 


Sé los peligros que conlleva el hecho de que consagremos 
alguna norma a través de la cual los docentes puedan elegir 
sus autoridades por el voto secreto y obligatorio. 


¿En qué consisten estos peligros? En nada de lo que voy a 
decir, porque no quiero que se entienda que en mi exposición 
existen juicios de valor con respecto a hechos que suceden en 
el país. Pero pretendo, sin agraviar a nadie, hacer una especie 
de descripción objetiva de lo que está ocurriendo desde hace 
aproximadamente tres décadas, o tal vez tendría que decir 
desde hace más tiempo. 


La primer experiencia -creo que fue la primera- de elec- 
ción directa por parle de docentes fue la de la Ley N* 9,523, 
de 11 de diciembre de 1935, que establecía que el Consejo de 
Secundaria se compondría de siete miembros, tres de los cua- 
les serían electos por los señores docentes de Secundaria. En 
el Acta N* 44 de los antecedentes de la discusión parlamenta- 
ria sobre aquella ley del año 1935 se sostiene el por qué del 
fracaso de lo que se conoce con el nombre de “Ley Echego- 
yen”, porque creo que quien la redactó fue, precisamente, el 
Dr. Martín Echegoyen. 


En el informe que viene del CODICEN se señala que a 
raíz de todos los sucesos ocurridos con anterioridad, durante y 
con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, todas las ex- 
presiones de voluntad popular fueron politizadas por los nú- 
clcos más activos. Esto sucedió a fines de la década del 30 o 
principios de la década del 40. No podemos dar un testimonio 
viviente de lo ocurrido en esa época, porque aún no habíamos 
nacido, pero sí podemos relatar lo que pasó en la década del 
60", porque nos comprenden las generales de la ley. 


En el proyecto que con tanta delicadeza el señor senador 
Pereyra no quiso traer a Sala -me refiero al proyecto del año 
1962, presentado por la señora representante Cóccaro de Mi- 
Hor- se establecía que uno de los integrantes del Consejo de 
Primaria debcría ser elegido por los propios estudiantes del 
Magisterio. Es decir que se iba un poco más lejos, ya que no 
sólo se hablaba de que algunos miembros debían ser electos 
por los macstros -participando incluso los señores maestros 
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jubilados- sino también de que uno de los directivos de Prima- 
ria debían ser electos por los propios estudiantes. 


Quien habla participó de la actividad gremial a principio 
de la década del 60' y fue testigo, y tal vez también junto con 
el resto de estudiantes de aquella época, parte de lo que fue la 
politización progresiva de las diferentes organizaciones gre- 
miales del quehacer estudiantil de entonces. 


SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra, para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Formulo moción en el sentido de 
que se prorrogue el tiempo de que dispone el señor senador 
Millor. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Agradezco mucho al Senado y lo voy 
a importunar con una anécdota, porque considero que es muy 
particular, ya que en ella están involucradas muchas personas 
de nuestra generación que hoy ocupan cargos públicos; todos 
ellos son dignísimos ciudadanos de esta República más allá de 
estar alineados en todo el espectro político del país. Considero 
que vale la pena relatar esta anécdota, porque muestra cómo 
se van deteriorando buenas herramientas que el país podría 
tener, como la elección directa, a causa de una deformación 
mental, generacional o por una costumbre que consiste en 
politizar absolutamente todo. 


Recuerdo lo que cran las formidables lecciones de civismo 
y de democracia que se impartían en el Instituto Vázquez 
Acevedo -IAVA- cuando la enseñanza media de nuestro país 
consistía en cuatro años de liceo y dos de preparatorios y estos 
últimos estaban todos en el edificio de dicho Instituto. Los 
estudiantes de 1960, 1961 y 1962 recibíamos una estupenda 
educación cívica republicana, vinculada con el aspecto electo- 
ral, si se quiere, porque todos los años éramos llamados a 
elegir nuestras propias autoridades gremiales, es decir, a los 
directivos de la Asociación de Estudiantes de Preparatorios. 
Ya en aquella época se comenzaba a distorsionar el verdadero 
rol del gremialismo. La denuncia de este hecho la hacíamos 
los integrantes de dos agrupaciones que estaban totalmente 
enfrentadas; se trataba de las dos agrupaciones mayoritarias, 
las que por lo general se repartían la inmensa mayoría de los 
votos en el Instituto Alfredo Vázquez Acevedo, en elecciones 
en las que participaban cuatro mil o cinco mil estudiantes; me 
estoy refiriendo a la Asociación Gremial Estudiantil, AGF, y 


CAMARA DE SENADORES 


26 de Junio de 1990 


a aquella de las que nosotros formábamos parte, la Agrupa- 
ción Reafirmación. Ambas pasamos dos años denunciando 
que otras cuatro agrupaciones confundían gremialismo con 
política. Manifestábamos -reitero, las dos agrupaciones que 
estábamos enfrentadas- que la Agrupación Asociación Unión 
Estudiantil sólo se integraba si se era comunista; que al Grupo 
Reforma sólo se ingresaba si se era socialista y finalmente, 
que otras dos agrupaciones hacían las cosas más a la luz 
pública; me refiero a la Asociación Estudiantil Colorada y a la 
Asociación Blanca Estudiantil, que a confesión de parte, rele- 
vo de pruebas, porque el propio nombre de la agrupación 
denunciaba su relación con lo político. Sin embargo, con el 
correr de los años, cuando fuimos madurando, quienes siem- 
pre estuvimos enfrentados, es decir, los integrantes de AGE y 
los del Grupo Reafirmación, Hegamos a la conclusión de que 
nos hacíamos trampas al solitario, porque nuestras agrupacio- 
nes también estaban signadas por motivaciones políticas; no 
se integraba “Reafirmación” si no se era colorado, blanco o 
cívico y no se integraba AGE si no se era de izquierda, si no 
se era afiliado o simpatizante de izquierda de los partidos 
tradicionales o integrante de algún otro grupo de izquierda del 
país. Quiere decir, entonces, que esto lo vivimos en carne 
propia. 


Es muy difícil impedir que asociaciones de carácter per- 
manente, que perduran en el tiempo más allá de la vigencia de 
los propios estudiantes, no adquieran esta vocación de distor- 
signar o confundir lo político con lo gremial. Se trata de un 
problema de mentalidad que está en nosotros mismos y al cual 
nadie es ajeno, 


En este sentido, para que se advierta que una cosa son los 
reconocimientos de los gestos nobles y otra, los enfrentamien- 
tos o debates políticos, quiero traer a Sala las expresiones 
vertidas por el señor senador Pereyra en ta Comisión del Se- 
nado, que cscuché con mucho placer. Algunas de ellas las 
reiteró hoy cuando hizo uso de la palabra. Al analizar la posi- 
ción del doctor Echegoyen, que había variado desde 1935 a 
1972, el señor senador Pereyra manifestaba: “Aquí se llega a 
decir que se deformó la manera de participación del personal 
docente en la elección de las autoridades. Creo que en algún 
aspecto cabe razón a esa crítica al sisiema, por cuanto nadie 
puede negar que estas organizaciones para elegir los represen- 
tantes de los docentes fucron adquiriendo un carácter perma- 
nente y llegaron a practicar, algunas de ellas, formas de con- 
seguir electores, semejantes a las que suelen emplear los parti- 
dos políticos. Esto sucedió porque se le dio permanencia a 
esas entidades, a quienes de alguna manera, se confiaba la 
dirección de la campaña electoral. Creo que nadie se escanda- 
lizaría si se permitiera la clección de los docentes exigiendo 
que no tengan permanencia las instituciones que patrocinan la 
elección de los docentes, porque esto evitaría la deformación 
de la función electiva”. Este es el nudo del problema. 


No he traído a Sala las manifestaciones del señor senador 
Pereyra para debatir, sino porque realmente lo viví en came 
propia y me consta que ese es el verdadero problema que se 
presenta para plasmar en una ley la aspiración de muchos: que 
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los docentes puedan clegir sus propias autoridades. ¿Cómo ha- 
cemos para que no adquieran carácter permanente las organi- 
zaciones que se forman para elegir a un docente como su re- 
presentante en el CODICEN? ¿Cómo conseguimos que no 
tengan carácter permanente? ¿Cómo logramos que no se cons- 
tituyan, más allá de esa elección, en agrupaciones de carácter 
permanente que, como muy bien señala el señor senador preo- 
pinante, luego utilizan mecanismos que son propios de los 
partidos políticos, para obtener su electorado? 


Confieso que no tengo la respuesta -y lo digo con total sin- 
ceridad- porque si el mecanismo fuese el de establecer alguna 
legislación por la que se prohibiese el carácter de permanente 
de estas agrupaciones, ¿cómo podríamos prohibirlo a través 
de la ley, sin coartar la libertad? ¿Cómo podríamos, a través 
de una ley, prohibir algo que es un problema de naturaleza, 
que es mental ya, hasta si se quiere intelectual, es decir, es 
una deformación que aparentemente tenemos los uruguayos? 
¿Cómo conseguimos a través de un articulado que esas orga- 
nizaciones no adquieran carácter permanente? Establecemos 
una ley que diga: “Se prohíbe que esas organizaciones adquie- 
ran carácter permanente”. Pero, ¿cómo fiscalizamos luego que 
eso se cumpla? Es imposible, porque si en aquella época a los 
que estudiábamos en el TA.V.A. nos hubiesen querido im- 
plantar una legislación de ese tipo, el expediente hubiese sido 
muy sencillo: en vez de reunirnos en el Instituto “Alfredo 
Vázquez Acevedo”, lo hubiéramos hecho en el domicilio de 
algún compañero, pero la organización hubiese seguido exis- 
tiendo. Estoy seguro, además, de que hubiesen continuado 
todas las organizaciones gremiales de este país que, lamenta- 
blemente -y realizo una confesión de parte- tendíamos a 
conjugar sin querer -porque teníamos 16 ó 17 años- confun- 
diendo el quehacer gremial con el político. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR MILLOR. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Me parece interpretar en las pa- 
labras del señor senador Millor, que él estaría aceptando como 
buena la elección de tas autoridades de la enseñanza por parte 
de los docentes, si no fuera porque es casi imposible lograr 
una legislación que evite que eso genere una politización, En 
tal sentido, la pregunta que formulo es si la solución que pre- 
senta el proyecto de ley que tenemos a consideración cuenta 
con alguna fórmula mágica, que no veo, a través de la cual se 
evita la politización de los designados por el poder político. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Agradezco al señor senador Korzc- 
niak la interrupción, porque de cesta forma él permite que 
quien habla pueda aclarar algo que creía ya se hahía entendi- 
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do, aunque evidentemente lo hemos expresado en forma con- 
fusa. Mc cstoy refiriendo a algo que es nuestra aspiración y, 
también, de varios señores senadores. Deseamos que algún día 
los docentes de nuestro país puedan elegir por lo menos a una 
parte de sus autoridades. Estoy hablando de algo que está en 
la naturaleza de las cosas y es, precisamente, cómo se van 
deformando esas organizaciones que en un principio se inte- 
gran pura y exclusivamente para una elección y luego van 
cambiando a través de su permanencia, politizándose y vincu- 
lándose con determinada idea o partido político. Pero lo de 
este proyecto de ley es otro tema. Para evitar a través de él 
que se politicen los miembros del CODICEN -no me refiero a 
los organismos que lo designan, sino a los propios miembros 
del Consejo- se dependerá de una elección por parte de aque- 
llos que deban designarlos; eso será un problema de sabiduría 
por parte de quienes tengan que efectuar las propuestas y Csas 
personas que deben tener como herramienta de trabajo Su sa- 
biduría y su ponderación son, precisamente, los representantes 
electos por cl pucblo. Es el Poder Ejecutivo, surgido de elec- 
ciones democráticas, el que debe realizar la propuesta y so- 
mos nosotros, los representantes nacionales, los que la debe- 
mos avalar. No obstante cllo -admito al señor senador Korze- 
níak algo que está latente- de la misma manera que se defor- 
man aquellas agrupaciones de docentes que se conforman para 
realizar una elección -que van abandonando lo que es cl anda- 
rivel pura y exclusivamente técnico- la jerarquía del propuesto 
dentro de la rama de la enseñanza para la que será designado 
se va confundiendo con la idea política de ese candidato; 
igualmente nosotros los políticos, lamentablemente, muchas 
veces postergamos la sabiduría de una decisión en aras de una 
cierta complacencia nolítica del designando. Es una desgracia 
que también tenemos. 


Esto no ocurre sólo con los órganos de la enseñanza. El 
señor senador me obliga a hacer un comentario al margen de 
lo que es este proyecto de ley que estamos considerando, Creo 
que uno de los males endémicos de este país es que todos los 
cargos de la Administración -me refiero a cualquier Ente Au- 
tónomo- lejos de ser un lugar en el que los partidos políticos 
puedan volcar a aquellos técnicos o personas capaces de sacar 
el organismo adelante, se constituyen, lamentablemente, en 
premio consuelo. Cualquier organismo que cuente con una 
Dirección, ya se trate de UTE, OSÉ o ANCAP -no digo que 
en todos los casos- en este país, por lo general, tienden a ser 
premios consuelo. Fulano de tal no fuc electo representante 
por tal departamento, lc damos la Dirección de tal Ente Autó- 
nomo. Inclusive, si voy más allá con este razonamiento, esto 
mismo a veces se hace con organismos más delicados como 
por ejemplo, una Jefatura de Policía, institución tremenda- 
mente compleja, a la que quien habla reservaría su máxima 
jerarquía, para aquellos que fueran oficiales de carrera. Pero 
el señor senador Korzeniak sabe perfectamente que esa defor- 
mación que tenemos los miembros de los partidos políticos, 
en muchas ocasiones nos Heva a utilizar una Jefatura de Poli- 
cía también como premio consuelo y allá va alegremente de 
Jefe de Policía, un señor que, de repente, es un buen industrial 
en el rubro de las panaderías, por ejemplo -por decir algo- y 
que un día se lanzó a representante nacional y no fue electo en 
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su departamento; entonces, como premio consuelo, lo desig- 
namos como Jefe de Policía. Esa también es otra desgracia 
que ocurre en nuestro país; es algo que va más allá del tema 
que estamos analizando. 


En definitiva, si quien habla hacía referencia a problemas 
de deformación mental por parte de las agrupaciones que se 
nuclean para una elección que, en este caso, es para un repre- 
sentante docente, citamos ahora las deformaciones que todos 
tenemos -porque lamentablemente es así- ya que en general es 
así como se procede en el Uruguay, con honrosas excepcio- 
nes, aunque nada de lo que he dicho implica una crítica para 
ningún Dircctor de algún Ente Autónomo o para algún ex Jefe 
de Policía teniendo en cuenta que, más allá de la improceden- 
cia del método, por suerte, en general, está por encima la je- 
rarquía, la probidad y la honestidad de aquellas personas que 
son designadas. 


Volviendo al tema que nos preocupa, digo que este es el 
quid del problema, magistralmente expresado por cl señor 
senador Pereyra en la sesión de Comisión del Senado a que 
hacía referencia. Nosotros que no renunciamos -más allá de 
antecedentes familiares- a nuestro deseo de que un día los 
docentes puedan elegir, mediante cl voto secreto y obligato- 
rio, a sus propias autoridades, suplicamos a los compañeros 
que tienen nuestra misma posición, que nos den las herra- 
mientas para evitar que las organizaciones que se forman in- 
defectiblemente para elegir a los señores docentes que inte- 
grarán las autoridades de la enseñanza, no se politicen ni se 
conviertan en algo de carácter permanente. Deseamos que se 
llegue a una solución que no cercene la libertad o, lo que es 
peor, que ella no sea consagrada a través de una ley que lucgo 
no se cumpla, porque si nos limitamos, reitero, a establecer en 
una norma que se prohíbe que las organizaciones adquieran 
carácter de permanencia, le daríamos al país una disposición a 
sabiendas de que luego no se cumplirá. Entonces, creo que 
pcor que no tener una ley, es tener una que luego no se 
cumple. 


Convoco la inteligencia de quienes comparten nuestra as- 
piración para que nos den una herramienta que nos permita 
concretar estos anhelos de que los docentes algún día, a través 
del voto secreto y obligatorio, puedan designar sus propias 
autoridades. 


El Poder Ejecutivo ha dicho que en el correr de este año 
enviará un proyecto de ley de fondo relativo a la gran proble- 
mática de la enseñanza y en tal sentido, debemos decir que 
pondremos nuestra mejor buena voluntad y nuestra posición 
-de la que hemos dejado constancia en la versión taquigráfica- 
es la que, en principio, veríamos con buenos ojos que, por lo 
menos algunas de las autoridades de la enseñanza, scan elcc- 
tas por los propios docentes. 


No quiero extenderme mucho más allá, pero debo expresar 
que en este período transitorio -el Poder Ejecutivo ya ha anun- 
ciado, reitero, que enviará un proyecto de Jey de fondo- con la 
necesidad que existe en designar autoridades para la enscñan- 
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za, a fin de que elabore su presupuesto, los docentes tienen un 
ámbito natural de participación que debería ser utilizado y 
perfeccionado. Me estoy refiriendo a las asambleas de docen- 
tes por instituto y a las nacionales de docentes de cada rama 
de la enseñanza. Dichas asambleas están previstas en el nume- 
ral 8) del artículo 19 de la Ley N* 15.739 y creemos que de 
funcionar como deberían hacerlo, de reunirse tanto en cada 
instituto de enseñanza como en las grandes áreas de ésta, los 
docentes tendrían allí un ámbito natural y lógico de participa- 
ción directa en el quehacer de la enseñanza de nuestro país. 


De la misma forma que la Ley N* 15.739 le dio otras 
herramientas a la docencia que lamentablemente tampoco 
funcionaron, en cl artículo 23 se creó, por ejemplo, una Comi- 
sión Coordinadora de la Educación. Dicha Comisión tampoco 
ha funcionado y no sólo no lo ha hecho, sino que ni siquiera 
se intentó coordinar. En la versión taquigráfica de la sesión a 
la que acudieron las autoridades de la enseñanza en la Cámara 
de Representantes, asistieron también los miembros de la Uni- 
versidad del Trabajo, Hago hincapié en este último organis- 
mo, porque en el quinquenio pasado no hubo un miembro del 
CODICEN que hubiese surgido de ella con su experiencia 
docente y, asimismo, la cito ya que creo que esta Universidad 
es nuestra gran apuesta para la enseñanza del futuro. 


Nosotros creemos que ella tiene un rol que cumplir, que no 
puede ser desempeñado por las otras áreas de la enseñanza. 
Un país que se. juega la vida en los mercados internacionales 
necesita, cada vez más, planificar las actividades de sus habi- 
tantes. Además, tenemos la imprescindible necesidad de rom- 
per el cordón umbilical con la época de “M'hijo el doctor”, en 
un momento en que el país está saturado de títulos rimbom- 
bantes y, a la vez, está necesitando gente especializada, técni- 
cos, personas que lo pongan a la vanguardia en el terreno en 
el que se juega la vida, que es el mercado internacional, y que 
se torna cada vez más competitivo, porque, mientras para 
comprar hay cinco interesados, para vender hay 150. Por lo 
tanto, en la medida en que especialicemos a nuestra gente 
vamos a poder triunfar. Simultáneamente, le estaremos ha- 
ciendo un bien a nuestros muchachos, ya que de nada nos 
sirve tener a un abogado o a un arquitecto manejando un 
taxímetro. Es mejor especializar a la juventud en aquellas 
ramas de la actividad -jerarquizándolas, sc entiende- que les 
permitan enfrentar la vida, haciéndose un bien, tanto a ellos 
mismos como al país, Es necesario jerarquizar las carreras de 
la Universidad del Trabajo y dar a los muchachos las herra- 
mientas para que se defiendan en cste mundo tan competitivo 
y no terminen como candidatos a frustrados. 


Cuando las autoridades de la Universidad del Trabajo dcl 
Uruguay concurrieron a la Comisión de la Cámara de Repre- 
sentantes -no recuerdo si fue el señor consejero Amela o el 
señor consejero Bustos, por lo que a ambos les pido disculpas, 
ya que los dos me merecen igual estima- nos señalaron que 
pesc a no tener ningún delegado en el CODICEN, dicho orga- 
nismo no los había citado más que tres o cuatro veces en 
cinco años, y únicamente cuando era necesario sustituir a al- 
gunas de las autoridades. 
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Por lo tanto, pienso que por más mecanismos que lc bus- 
quemos a la ley, si no hay voluntad de coordinar, de afinar esc 
entretejido tan delicado que compone el andamiaje educativo 
de nuestro país, va a ser muy difícil encontrar una solución al 
problema. 


Acá volvemos al tema de aquellos que se sienten omnisa- 
pientes. Con esa tesitura es que pasan las cosas que sucedie- 
ron en el pasado quinquenio, en que se le dio al país un Ciclo 
Básico que, fundamentalmente, afectó a la Universidad del 
Trabajo del Uruguay y que tuvo efectos catastróficos sobre 
todo lo que antes hemos señalado, sobre esa gran apuesta que 
algunos realizamos, relativa a esa enseñanza jerarquizada que 
debería impartir la Universidad dcl Trabajo del Uruguay. 


Debo decir que con este proyecto de ley, que tiene mil 
imperfecciones, subsanamos este defecto. A partir de ahora en 
el CODICEN no se va a poder alegar desconocimiento de 
ninguna de las árcas de la docencia. Va a haber, preceptiva- 
mente, un integrante de Enseñanza Primaria, que deseo sea 
una persona que conozca lo que es la realidad de la escuela 
rural, que haya empezado de abajo, que conozca lo que es 
para un maestro tencr que vivir, de lunes a viernes, en la pieza 
de atrás de la escuelita rural para, recién el fin de semana 
poder ir a su domicilio, Si estas cosas no se viven, difícilmen- 
te se pueden comprender. "Tampoco se va a poder alegar des- 
conocimiento en el área de la Enseñanza Secundaria, ni de la 
Universidad del Trabajo del Uruguay, que ha sido la eterna 
postergada y relegada en el pasado quinquenio. 


Reitero, señor Presidente, que este proyecto tiene muchas 
imperfecciones, por lo que es tremendamente perfeccionable. 
Lo que votamos como algo transitorio, como algo que va a 
posibilitar al Gobierno que la educación tenga quien la con- 
duzca y quien le confeccione un presupuesto. A la vez, y con 
la mejor disposición, quedamos a la espera de esa ley de 
fondo anunciada por el Poder Ejecutivo. Asimismo, dejamos 
establecido nuestro compromiso de que en el momento en que 
se estudie esc proyecto, vamos a agotar los esfuerzos para 
darle al país algo que creemos le haría bien: que algunas de 
las autoridades de la educación sean electas por los propios 
docentes. Ello, siempre y cuando se logre determinado meca- 
nismo que impida los defectos que tan magistralmente se han 
expuesto en Sala y que conllevan a la politización de aquellas 
organizaciones que se forman pasa designar a algunos de los 
docentes de los órganos de enseñanza. 


El gran saldo que me deja esta discusión, pese a la durcza 
con que nos hemos enfrentado en el pasado y con que lo 
vamos a hacer en el futuro, fue el conocer un poco más, a tra- 
vés de un gesto enaltecedor, a un adversario político. Mc 
estoy refiriendo al señor senador Carlos Julio Pereyra. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: a esta altura del 
debate y luego de haber actuado en la Comisión de Educación 
y Cultura, me pregunto cómo es posible que no seamos capa- 
ces de lograr una solución sensata para este proyecto, ya que 
opino que lo que estamos debatiendo, de ninguna manera lo 
es. 


En la discusión Hevada a cabo en la Cámara de Represen- 
tantes, los defensores del criterio sustentado por el Poder Eje- 
cutivo hicieron hincapié en la necesidad de separar en el tiem- 
po los contenidos específicos de este proyecto, referido a pro- 
cedimientos para la designación de autoridades, de las cues- 
tiones relativas a los objetivos y necesidades del sistema edu- 
cativo, postergándolos para el momento en que se remita al 
Parlamento la iniciativa de la nueva ley de educación. 


Personalmente considero que, por el contrario, ambos 
asuntos están relacionados íntimamente en los hechos y que, 
en todo caso la prioridad para considerarlos debería ser la in- 
versa, estudiando los problemas medulares y de fondo. Pensa- 
mos que hay que considerar qué se va a enseñar, cómo tendría 
que ser la enseñanza pre-escolar, primaria, secundaria, técni- 
ca, universitaria y de post-grado; estudiar y definir cómo de- 
bería ser la enseñanza religiosa, militar, deportiva, artística, 
incorporando todo lo que tenga que ver con los avances cien- 
tíficos y técnicos. A nuestro modo de ver, no se trata de una 
cuestión formal o irrelevante sino de un problema con impli- 
cancias inmediatas para cl sistema educativo y cabe señalar la 
preocupación razonable que nos asalta cuando percibimos a 
través de las medidas tomadas por el Poder Ejecutivo durante 
el tiempo transcurrido a partir del primero de marzo, la con- 
cepción adoptada sobre la manera de encarar el gran desafío 
del momento actual, manifestada en la mayoría de los proyec- 
tos puestos a consideración del Parlamento. 


En lo relativo a la política económica, se creyó convenien- 
te plantear primero el llamado ajuste fiscal, al que siguen 
ahora propuestas cn materia salarial que implican -según lo 
reconoce el propio Gobierno- una clara disminución del poder 
adquisitivo de los trabajadores, anunciándose que recién el 
año próximo será el momento de considerar la reactivación 
productiva y la recuperación salarial. En lo que respecta al 
problema de la vivienda, primero se urge a las Cámaras para 
que aprucben la creación de un nuevo Ministerio, y se las urge 
al punto de soslayar consultas técnicas fundamentales. Mien- 
tras tanto, desconocemos los criterios y orientaciones que 
piensa aplicar cl Gobierno en su política de vivienda. En lo 
atinente al sistema de pasividades, el Poder Ejecutivo se apre- 
sura a remitir al Senado un proyecto que hasta el día de hoy 
permanece en la Comisión respectiva, sin que se haya avanza- 
do en su tratamiento, como consecuencia de desacuerdos en 
los que nada tiene que ver el Frente Amplio y nada tiene que 
ver la oposición, en su conjunto. Por este proyecto se procura 
una reducción importante del gasto público destinado a los pa- 
sivos, a la vez que se afirma que luego vendrán reformas pro- 
fundas al sistema. 


La similitud que apreciamos en estos procedimientos resi- 
de, a nuestro entender, en que se le otorga prioridad a los 
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marcos restrictivos y a la designación de autoridades, mientras 
se postergan los debates sobre contenidos y, particularmente, 
sobre los caminos más adecuados para superar las dificultades 
económicas y sociales que golpean al país y a su gente, a la 
que, por otra parte, no se consulta, o no se atienden sus aspira- 
ciones, si cs que se las oye. 


Este tipo de actitud nos parece, en general, poco adecuada 
para las tarcas de Gobierno que requiere el país y, en particu- 
lar, entraña contradicciones profundas con la orientación que 
creemos indispensable para cnfrentar los problemas del siste- 
ma educativo. Durante las sesiones dedicadas a este tema en 
la Comisión correspondiente de la Cámara de Representantes, 
varios expertos destacados han expuesto, con mucha claridad 
y profundidad -claridad y profundidad ejemplares- las hondas 
diferencias que existen entre la lógica del poder político y la 
de la cultura. Inclusive, incurriendo en cierta liviana generali- 
zación, se habla de proselitismo en la enseñanza y, al mismo 
tiempo, nosotros estamos viendo en estas últimas sesiones en 
el Senado -que no detallaré, desde cl momento en que fueron 
sesiones sccretas- que hay manipulaciones político-partida- 
rías, seguramente motivadas por acuerdos políticos, que en 
absoluto respetan las competencias técnicas exigidas a texto 
expreso; por nuestra Constitución. 


Todo esto tiene que ver, señor Presidente, con este proble- 
ma de la designación de autoridades y también con el de la 
ley de fondo. Las diferencias que existen entre la lógica del 
poder político y la de la cultura -tratadas en esa Comisión- 
para nada impiden, por cierto, la relación fecunda entre ambas 
árcas. Entendemos que ellas deben concretarse para el buen 
desarrollo del sistema educativo, pero de ninguna manera pue- 
den ser ignoradas por un acto de imposición de autoridad. Al 
respecto decía el profesor Victor Cayota -en la Comisión de 
Constitución y Códigos de la Cámara de Representantes- que 
mientras la Administración de Gobierno, por parte de las or- 
ganizaciones políticas, implica esencialmente el logro de re- 
soluciones unificadas, y constantemente se relaciona con la 
disputa por el poder, el mundo de la cultura sólo se desarrolla 
por la tensión permanente entre posiciones diversas, que de- 
ben coexistir y estar abiertas al continuo cambio en un marco 
que, si se somete a las reglas de la lucha partidaria, resulta 
desnaturalizado y gravemente trabado para el desarrollo de 
sus finalidades. 


El mundo contemporáneo nos muestra el dramático fraca- 
so de los intentos de instalar, en el mundo de la cultura -es 
decir, en el campo de desarrollo de la ciencia, la tecnología o 
el arte- criterios de autoridad partidaria como base y marco 
indiscutibles de la labor creativa. 


Expresaba textualmente el profesor Cayota que “El hecho 
de que las autoridades de la enseñanza dependan de los secto- 
res políticos hace que se cree una vinculación con intereses y 
planteos sectoriales que perjudican en última instancia a la 
educación. Quiero ser muy claro en este punto “, expresaba cl 
profesor Cayota”. Tanto la Asamblea del artículo 19, como 
quien habla, cuando hablamos de dependencia política y de 
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autonomía, nos referimos tanto a los aspectos verticales como 
a los horizontales, es decir, a lo que tiene que ver tanto con 
los partidos políticos que gobiernan el país, como con aque- 
llas organizaciones sociales y partidos políticos que no inte- 
gren el Gobierno. No puede haber una dependencia política y 
partidaria directa o indirecta, implícita o explícita, de las au- 
toridades de la educación respecto de sectores políticos, estén 
o no en el Gobierno. Estas nobles fuerzas políticas que dan 
vida a la democracia, disputan” -dicc el profesor Cayota- “le- 
gítimamente el poder político pero esta disputa político-parti- 
daria no la podemos trasladar a un campo completamente dis- 
tinto como el de la educación, que es el de la ciencia, el arte, 
la tecnología, en una palabra, la cultura en su acepción más 
amplia”, palabras que comparto plenamente. 


En este proyecto, sin embargo, se procura una asimilación 
estricta del desarrollo cultural a otros campos de la actividad 
nacional en los cuales, cada cinco años, deben renovarse auto- 
rídades para ejecutar las políticas de los gobernantes de turno. 
Creo -estoy convencido, señor Presidente- que el ritmo de las 
transformaciones cn las áreas afectadas no se acomoda a ci- 
clos quinquenales, sino que presenta por una parte exigencias 
mucho más frecuentes de ajuste y, por otro, requisitos de 
permanencia y consecuencia en los criterios que abarcan pe- 
ríodos más prolongados. 


En la sesión plenaria de la Cámara de Representantes, el 
señor diputado Agapo Palomeque dijo, sobre este proyecto -y 
crea que dijo bien- que “El docente no es un funcionario pú- 
blico común”. También debería comprenderse que no se trata 
sólo de un problema de calidades humanas individuales, sino 
que la docencia no es en sí misma una función pública común 
y que no se la puede organizar del mismo modo que las activi- 
dades de ANCAP o de UTE. Sin embargo, sin que esto signi- 
fique olvidar que también en estos servicios públicos la parti- 
dización de la conducción ha traído perjuicios muy graves 
para el país ¡Y vaya si los ha traído! La educación excede el 
territorio de las políticas de Gobierno y de las posiciones par- 
tidarias y se ubica en el área de las políticas de Estado, que no 
deberían estar sujetas a los vaivenes coyunturales de las ma- 
yorías partidarias, ni acomodarse tampoco, alternativamente, 
a los programas de los partidos o de tas fracciones de esos 
mismos partidos. 


Por otra parte, debe destacarse un fenómeno que a nuestro 
entender resulta preocupante. Mientras se banaliza el conteni- 
do de las campañas electorales, centrando la difusión de las 
cualidades de los candidatos en los aspectos adjetivos y en el 
ingenio de las consignas, se reclama luego, para el acto elec- 
cionario, un contenido que parece excesivo en sus implican- 
cias. Nos referimos al hecho de que se reivindique, como 
sustento de la potestad de cada nuevo gobierno para decidir en 
forma inapelable sobre las cuestiones específicas más varia- 
das, el pronunciamiento popular en las elecciones nacionales. 


En cl documento presentado por la Federación Nacional 
de Profesores se cita, en forma muy ilustrativa y pertinente, la 
opivión de un especialista tan destacado como el profesor 
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Cassineili Muñoz, en el sentido de que la democracia no con- 
siste en el gobierno de cada parte del pueblo por la mayoría 
del pueblo en su conjunto, sino un sistema infinitamente más 
complejo de convivencia social en el cual, a partir de la vi- 
gencia indiscutible de los pronunciamientos colectivos y del 
marco institucional para regir los aspectos que afectan a to- 
dos, existe toda una gama descentralizada de ámbitos en los 
cuales resulta sano y necesario reconocer mayores derechos y 
competencias a subconjuntos de la ciudadanía, sin que esto 
implique que dichos grupos queden eximidos de atenerse a las 
normas generales de la colectividad. 


El propio doctor Cassinelli Muñoz afirma que, “Paralcla- 
mente a todos los intereses comunes a toda la población 
-confiados democráticamente a las autoridades elegidas por la 
mayoría de la población o bien solucionables en caso extremo 
por medio de referéndum nacionales- a los intereses dejados 
al libre arbitrio de cada individuo, el orden jurídico reconoce 
la existencia de numerosos centros de interés colectivo, que 
no conciernen -al menos, directamente- a todo el pueblo y que 
pueden ser confiados con justicia, y también democráticamen- 
te, a aquellos directamente interesados o al órgano que emana 
de la mayoría del grupo así definido”. De ahí que, como se 
afirma en el mismo documento, la participación de los docen- 
tes en los Consejos de la Enseñanza no se asemeje a la preten- 
sión de ubicar como Ministro de Salud Pública o de Defensa 
Nacional a médicos o militares, sino a la muy razonable tesi- 
tura de que la dirección de un servicio asistencial, por ejem- 
plo, corresponde a un médico y la de un Estado Mayor, lógi- 
camente a un militar. 


La preocupación central -diría, incluso, obsesiva- por la 
autoridad como base del funcionamiento del sistema educati- 
vo, nos ha mostrado sus efectos durante la gestión del actual 
CODICEN, que según los dichos de los propios Directores de 
los Consejos de cada rama de la Enseñanza -y por cierto, no 
estamos aquí citando a personas vinculadas con nuestra colec- 
tividad política, sino a integrantes de los llamados lemas tra- 
dicionales- el CODICEN, decíamos, ha llegado a tal grado de 
concentración de atribuciones en el esfuerzo por afirmar su 
autoridad, que derivó -entre otras cosas- en el desborde lógico 
de su capacidad para cumplir los cometidos específicos que se 
le asignaron, al tiempo que generó toda clase de conflictos 
institucionales y sociales. 


Sin embargo, nuevamente, lo primero y más importante 
parece ser el hecho de establecer quién manda en el sistema 
educativo y no realizar una discusión colectiva sobre lo que 
efectivamente debe hacerse al respecto. 


Se ha hecho caudal de la inexistencia en la formación 
docente de áreas de capacitación específica en lo que tiene 
que ver con la administración y planificación de los servicios 
educativos. De este modo, se ha procurado fundar la propues- 
ta de eximir a los miembros de Jos Consejos del requisito de 
haber actuado en la docencia. En el curso de estos razona- 
mientos deben destacarse algunas debilidades. En primer lu- 
gar, ningún requisito se ha establecido cn materia de las com- 
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petencias que se estiman necesarias; tal parece que ser docen- 
te determina incapacidad administrativa, y que no serlo asegu- 
ra “per sc” idoncidad en la materia. Esto, por cierto, no ha 
sido demostrado de ninguna manera. 


En segundo término, no se ha explicado por qué se supone 
que los docentes no puedan, con una dosis mínima de sentido 
común -no veo por qué tenemos que negar el sentido común a 
los docentes y sí atribuirlo a los políticos- elegir para integrar 
los Consejos a colegas que cuenten con estas cualidades. Sin 
duda los hay, ya que, de lo contrario, scría imposible que se 
desarrollaran correctamente las tareas de dirección o de 
inspección, por ejemplo, de todos los centros educativos. 


En tercer lugar, se ha soslayado un criterio que creemos 
esencial: el asesoramiento administrativo puede suplir caren- 
cias de un Consejo integrado por educadores, pero el compro- 
miso personal con la educación es un requisito básico para 
conducir su organización, que no se suple con asesorías. El 
país ha vivido tiempos, no muy lejanos, en los cuales se extre- 
maron estas concepciones, al punto de encomendar el cuidado 
de la Salud Pública a contadores, dicho sea con el mayor 
respeto por esa profesión. Y el resultado -resultado previsible- 
fue que se encararon aspectos humanos vitales para la socie- 
dad con criterios totalmente inadecuados y efectos notoria- 
mente perniciosos. 


En cuarto término, señor Presidente, se ha llegado a exor- 
bitar el alcance de una posición atendible. Me refiero a aqué- 
lla que sostiene, con razón, que “toda la sociedad está involu- 
crada en la educación”, De esto se deriva la consecuencia in- 
sólita de que, por ser la cducación una actividad que involucra 
al conjunto de la sociedad, la integración de sus autoridades 
debe remitirse, necesaria y exclusivamente, a las decisiones 
del Poder Ejecutivo, con venia del Senado la que, en los 
hechos, se obtiene con la mayoría simple de sus componentes. 
El silogismo -creemos que muy defectuoso- sería: “toda la so- 
ciedad está involucrada cn la educación”; “las autoridades 
electas para integrar los Poderes Ejecutivo y Legislativo re- 
presentan a toda la sociedad”; por lo tanto, “a ellas compete 
exclusivamente designar las autoridades de la enseñanza”. Es 
obvio, señor Presidente, que no se tiene presente que, con tal 
criterio, los docentes no ven contrapcsada sino eliminada su 
capacidad de intervenir como cuerpo elector específico en la 
integración de esas autoridades. 


Un tema aparte, que quedará para la historia de las incon- 
gruencias en esta materia, es que al comienzo se discutió 
intensamente sobre la pertinencia de habilitar a personas con 
trayectoria en la enseñanza privada para participar en la direc- 
ción de la enseñanza pública. A la postre, y pese a que el 
señor Ministro de Educación y Cultura afirmó el 20 de marzo 
de este año que para todos los integrantes del CODICEN 
“queda fuera de discusión” -estas fueron sus palabras textua- 
les- “que se hace necesario el contacto con la docencia”, hoy 
estamos discutiendo un proyecto en el cual esa necesidad ya 
no existe para una parte de los integrantes de los Consejos. Es 
decir que ya no existe el requisito de que todos los consejeros 
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estén vinculados a esa enseñanza, a pesar de las palabras del 
propio Ministro de Educación y Cultura. 


De todas formas, no es esta la única incongruencia. Se ha 
recordado reiteradas veces, a lo largo del debate precedente, 
que en ocasión de los trabajos de la llamada Concertación 
Nacional Programática, los representantes del Partido Nacio- 
nal -tengo aquí los nombres pero no vale la pena darlos- 
sostuvieron que -y cito textualmente- “la vitalidad y autentici- 
dad de la autonomía, como valor político-social eficiente, sólo 
se logran plenamente cuando los Consejos Directivos Autóno- 
mos emanan de los propios integrantes del servicio y no de 
autoridades ajenas al mismo”. También señalaron que si no se 
lograba en el plazo previsto la aprobación de una nueva Ley 
de Educación, los Consejos Directivos Autónomos debían ser 
electos en su totalidad por los docentes titulares de cada servi- 
cio, entre quienes contaran con diez años de antigiiedad como 
mínimo en el ejercicio de la docencia dentro de cada rama de 
la enseñanza pública. 


También convendría recodar un documento de la Federa- 
ción Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria, que 
transcribe opiniones y documentaciones, algunas de larga 
dala. 


Entre ellas, la correspondiente a la Asamblea Representati- 
va de la Unión Colorada y Batllista del Partido Colorado, que 
consideró un informe fechado el 16 de noviembre de 1965, 
elaborado por los doctores Augusto Legnani y Santiago de 
Brum Carbajal. Dicho informe expresa que “los servicios do- 
centes de! Estado estarán a cargo de la Universidad, del Con- 
sejo Nacional de Enseñanza Media y del Consejo Nacional de 
Enseñanza Primaria y Normal”. “El Consejo Nacional de En- 
señanza Media fiene a su cargo” -según cl informe- “la Ense- 
ñanza Secundaria, Industrial, Agraria, del Trabajo, de Admi- 
nistración y de Artes Aplicadas, y está integrado por siete 
miembros que deberán ser necesariamente docentes efectivos 
con no menos de diez años de antigtiedad en el organismo, Su 
elección será hecha por cl personal docente en actividad, de 
acuerdo con lo que disponga la ley dictada por dos tercios de 
votos del total de componentes de cada Cámara”. 


Por su parte -también según el informe- “el Consejo Na- 
cional de Enscñanza Primaria y Normal estará integrado por 
sicte miembros que deberán ser necesariamente maestros, con 
diez años de antigúedad por lo menos, en el ejercicio de la 
profesión. Su Presidente será elegido por el Poder Ejecutivo, 
dos de sus miembros lo serán respectivamente por las Comi- 
siones de Fomento Escolar reconocidas de la capital y del 
interior, y cuatro por el personal docente en actividad del 
organismo y de acuerdo con to que disponga la ley dictada en 
la forma establecida para el caso anterior, 


También se ha señalado la opinión que sustentaban inte- 
grantes del entonces partido opositor, el Partido Nacional. En 
el proyecto de ley presentado en minoría ante la Cámara de 
Representantes el día 14 de noviembre de 1972 por los seño- 
res diputados Julio C. Morcira Parsons, Eladio Fernández Mc- 
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néndez y Héctor Gofíi Castelao -integrantes del grupo.com- 
puesto además por los señores representantes Enrique Beltrán, 
Ariel de la Sierra, Oscar López Balestra, Francisco Mario 
Ubillos y Alfonso Requiterena- se establecía que dos integran- 
tes del Consejo de Enseñanza Primaria y Normal deberían ser 
electos por el personal docente dependiente del Consejo, entre 
quienes fueran o hubieran sido maestros o profesores de los 
Instítutos de Formación Docente del Consejo, Los otros tres 
integrantes del Consejo serían designados por el Poder Ejecu- 
tivo, con venia del Senado. También se establecía que tres 
integrantes del Consejo de Enseñanza Secundaria serían elec- 
tos por el personal docente dependiente del Consejo, entre 
quienes fucran o hubieran sido profesores titulares de las de- 
pendencias del Consejo. A su vez, los otros dos miembros 
serían designados por el Poder Ejecutivo. Asimismo, se esta- 
blecía que dos integrantes del Consejo de Enseñanza Técnica 
serían electos por el personal docente dependiente del Conse- 
jo, entre quienes fueran o hubieran sido inspectores o directo- 
res de las Escuelas dependientes del Ente. Los tres restantes 
serían designados por el Poder Ejecutivo, con venia del Sena- 
do. 


Conviene citar la opinión del actual Ministro de Educación 
y Cultura, Guillermo García Costa, actuando por entonces 
como Representante Nacional en momentos en que se debatía 
la Ley N* 14.101. Expresaba lo siguiente: “Creer que los do- 
centes no pucden tener participación en ningún aspecto de 
desarrollo de la tarea educativa en cuanto ésta es dirección, es 
administración, es planificación, ya es una insolencia, una 
explosión de vanidad de los autores de la ley”. Más adelante 
agregó: “Yo no estoy dispuesto a votar una ley de cuyo espíri- 
tu y de algunas de sus normas se deriva el concepto de que la 
enseñanza está regida por el concepto político circunstancial 
que actúa en el Gobierno, no en el Estado, porque ésta es una 
ley hecha por el Gobierno y no por el Estado”. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Astori) 


¿Qué son éstos sino incongruencias y las quiero hacer no- 
tar. Me gusta decir las cosas tal como las aprecio. 


Por último, y lo más importante: si realmente descamos 
que la nueva ley de educación sea el punto de llegada de un 
proceso colectivo de debate con participación de todos los 
sectores sociales involucrados -condición esencial, como lo 
demuestra nuestra historia, para que sus efectos resulten pro- 
longados y positivos- cualquier resolución previa a este debate 
debería ser, a texto expreso, transitoria. 


El Frente Amplio se hace cargo de que no es responsabili- 
dad de cste gobierno que la nueva ley de educación, que se 
previó que sustituiría a la Ley N* 15.739 en no más de dos 
años a partir de 1985, no se haya concretado. 


Tampoco deseamos que las actuales autoridades, que no 
han sido capaces de atender los requisitos mínimos de diálogo 
y de respeto por los sectores involucrados en la enseñanza, 
continúen en sus cargos. Por eso hemos propuesto una solu- 
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ción provisoria y nos hemos preocupado porque la misma 
incluya una especificación de las competencias de los Conse- 
jos por rama y del CODICEN, entendiendo que en la delimita- 
ción insuficiente de estas competencias se ha visto apoyado, 
en reiteradas oportunidades, la concentración excesiva de au- 
toridad que practicó el actual Consejo Directivo Central. Pero 
también nos atenemos a aquello de que “la función hace al 
Órgano”, y en este caso particular nos parece que el país no se 
verá beneficiado al reiterarse la prioridad de los nombramien- 
tos por sobre cl debate de los cometidos. Mucho nos tememos 
que este hecho, sumado a la difusión pública de que dichos 
nombramientos se han acordado ya sobre la base de un reparto 
político, y no en relación a capacidades personales y tareas a 
desarrollar, contribuya gravemente al deterioro, ya muy pro- 
nunciado, de los valores educativos y del sistema de la ense- 
ñanza pública; a la pérdida de jerarquía de la función docente 
y a la desmotivación -aspeclo que mc imporla mucho desta- 
car- de quienes ejercen esta tarea fundamental para el desarro- 
llo nacional, tanto en lo cultural como en lo económico. 


He tratado de poner el acento en este aspecto, en la instan- 
cia de esta exposición frente al Cuerpo, como lo he hecho, 
también, en las Comisiones en que me ha tocado actuar. 


No creo, como se dice en el informe en mayoría, “que 
Poder Ejecutivo y Parlamento, éste a través de su Cámara de 
Senadores, asumen la responsabilidad y el deber con las limt- 
taciones del caso, de seleccionar a aquellas personas encarga- 
das de regir los destinos de la enseñanza durante un período 
determinado. 


El poder del Estado, a través de sus legítimos representan- 
tes -y no puede ser de otra manera en un país en el que la 
enseñanza está fuertemente centralizada en el Estado- se re- 
serva la misión de encarar, organizar y orientar la enseñanza, 
así como de designar los soportes de los órganos destinados a 
regirla”. ¡Cómo que no puede ser de otra manera! Desde lue- 
go que puede ser de otra manera. Puede ser de muchísimas 
otras maneras. Creo que esta es la peor manera de hacerlo, Lo 
dije en la Comisión y lo reitero aquí. Creo que esta es la peor 
manera de resolver este problema, porque es no resolverlo, es 
generar situaciones urticantes, a mi modo de ver, insensalas, 
Insensatas por extremistas, insensatas por irrespetuosas, por 
subordinadoras de Jos técnicos, de los alumnos y, fundamen- 
talmente, de los propios docentes. Propuesta que lesiona, a mi 
entender, los principios de autonomía de la enseñanza; pro- 
puesta de tintes soberbios. Deseo reiterar lo que he manifesta- 
do en la Comisión. Esto tiene tintes soberbios y autoritarios, 
Esta propuesta es violentadora de sentimientos y de reclamos 
larga y hondamente expresados, profundamente irritativos 
para la gente que desde el Magisterio y el Profesorado Nacio- 
nal, cn la Enseñanza Primaria, en la Enseñanza Técnica y en 
la Enseñanza Secundaria han reclamado un derccho que parc- 
ce tan elemental, como el de tener la posibilidad de contributr 
a ella con su propio esfuerzo y participación a través de la 
elección de sus representantes. Es algo que parecería absoluta- 
mente no reñido, sino totalmente consustanciado con un crite- 
rio auténticamente democrático en el país. 
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Lo que más me importa señalar es el factor absolutamente 
desestimulante para el Magisterio Nacional, para el Profesora- 
do Nacional, para el hombre que trabaja en enseñanza técnica. 
Es importante reconocer el sacrificio tremendo que están ha- 
ciendo esos macstros profesores con sueldos que son verdade- 
ramente inadecuados y desconsiderados respecto a lo que tie- 
ne que ser una retribución lógica para un trabajador nacional. 


Nosotros, señor Presidente, tratamos de actuar con bastan- 
te flexibilidad y hemos procurado leer todo cuanto se puso en 
debate, tanto en la Cámara de Representantes como en las 
Comisiones de ambas Cámaras, sopesando todos los criterios 
que se fueron planteando, como alternativa para esta ley pro- 
puesta por cl Poder Ejecutivo. Ley que insisto... 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Tiene la pa- 
labra el señor senador, 


SEÑOR KORZENIAK. - Mociono para que se prorrogue 
el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Se va a votar 
la moción formulada por el señor senador Korzeniak. 


(Se vota:) 

-21 cn 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador Arana. 

SEÑOR ARANA. - Muchas gracias, señor Presidente. 


A través de la lectura de las actas de la Cámara de Repre- 
sentantes y del debate realizado en la Comisión respectiva y 
en la Cámara de Senadores, de las apreciaciones que formula- 
ron los distintos Consejos, de las que se realizaron por parte 
del propio Ministerio y de las manifestaciones de los distintos 
integrantes del Cuerpo en la Comisión de Educación y Cultura 
del Senado, quiero manifestar que me fui convenciendo de la 
posibilidad de flexibilizar posturas y aceptar criterios que, 
trataran de contemplar, aunque fuera mínimamente, lo que 
desean el cuerpo docente del país y buena parte de los técni- 
cos que trabajan junto a ellos en los distintos ámbitos de la 
enseñanza, así como gran parte del alumnado que, por su 
edad, está concientizado acerca de lo que la enseñanza debe- 
ría ser en nuestro país y de lo que, desgraciadamente no es. 
Tratamos de ser flexibles, con gran amplitud, buscando fór- 
mulas de transacción prudente. Sin embargo, señor Presidente, 
-y es lamentable consignarlos- la intransigencia fue la rcs- 
puesta a algo que merccía, en nuestro criterio, OLro cauce y 
otra finalidad. 


Conlío, realmente, en que esta ley sea transitoria, porque 
me parece tremendamente negativa. 


114-E.5S. 


Por todas las consideraciones que he realizado, vamos a 
votar negativamente esta ley que no respeta, a nuestro criterio, 
la mejor tradición de la enseñanza pública en cl país, no 
respeta las grandes personalidades que jalonaron y cimentaron 
esa enseñanza pública en el Uruguay a través de la historia, y 
no respeta a aquellos que, con grandes sacrificios, han demos- 
trado que, más allá de sus menguadas retribuciones, son capa- 
ces de enaltecer al país con su capacidad, con su criterio y con 
su piena dedicación, volcada a la enseñanza. 


13) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Tiene la pa- 
labra el señor senador Cassina para una moción de orden. 


SEÑOR CASSINA. - Me propongo hacer uso de la palabra 
en la discusión general. Pero como estamos a diez minutos de 
la hora de finalización de la sesión, sugeriría que pasáramos a 
cuarto intermedio hasta mañana a las 17 horas, tal como ya 
fue dispuesto por el Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - La Mesa iba 
a exponer exactamente ese criterio porque no hay más orado- 
res anotados. 
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Se va a votar si se levanta la sesión. 
(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


(Así se hace a la hora 21 y 19 minutos, presidiendo el 
contador Danilo Astori y estando presentes los señores sena- 
dores Arana, Araújo, Batalla, Blanco, Brause, Cadenas 
Boix, Cassina, Cigliuti, González Modernell, Irurtia, Kor- 
zeniak, Millor, Pereyra, Posadas, Raffo, Santoro, Silveira 
Zavala, Singlet, Urioste y Zumarán). 
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